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ACTA  Nº 05-11
Sesión celebrada el 07 de febrero 2011
Acta de la Sesión Ordinaria número cero cinco de la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, celebrada en sus oficinas centrales, ubicadas en la Ciudad de San José, Costa Rica, a las dieciocho horas con veinte minutos del siete de febrero del dos mil once.  
Miembros presentes: Dra. Erika Hernández Sandoval, Presidenta; Lic. Ronald Eduardo Segura Mena, Secretario; Lic. Álvaro Sánchez González, Prosecretario MSc. Jeannette Arias Meza, Vocal I; Licda. Nazira Merayo Arias, Vocal II; MSc. Juan Carlos Brenes Vargas, Vocal III; MSc. María Cristina Gómez Fonseca, Vocal IV; Lic. Eduardo Calderón Odio, Vocal V. Licda. Rosette María Morgan Asch, Fiscal. 

Miembros ausentes con justificación: MSc. Christian E. Campos Monge, Vicepresidente; Dr. Enrique Rojas Solís, Tesorero;
Funcionarios Asistentes: Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, Sra. Zeidy Ballestero Marín. Secretaria de Actas a.i. 
ARTICULO 1) COMPROBACIÓN DE QUÓRUM E INICIO DE SESIÓN. 
La Dra. Erika Hernández Sandoval, comprobado el quórum de ley da inicio a la sesión ordinaria Nº 05-11, del 07 de febrero del 2011. 
ARTICULO 2) LECTURA Y APROBACIÓN DE LA AGENDA DE PRESIDENCIA. 
La Dra. Erika Hernández Sandoval, somete a consideración de los señores (as) Directivos la agenda de Presidencia, 1- Comprobación de quórum e inicio de sesión, 2- Aprobación de Agenda Presidencia, 3- Lectura y Aprobación del Acta No 04-2011, 4- 6:15 p.m. Audiencia MSc. Pablo Duncan-Linch – Comisión de Bufetes, 5- 6:30 Audiencia a Lic. Antonio José Lacayo Vega, Instructor de Fiscalía. Exposición de Reformas de artículos del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos y el Reglamento para la aplicación del Artículo 87 Bis., 6- Informe Dirección Ejecutiva – Lic. José Luis Meneses Rímola, 7- Correspondencia, 8-  Informe de Presidencia, 9-  Informe de Directores y Directoras, 10- Asuntos breves Fiscalía-Licda Rosette Morgan Asch,

Las audiencias del   MSc. Pablo Duncan-Linch Comisión de Bufetes Lic. Antonio José Lacayo Vega, Instructor de Fiscalía, se suspendieron por problemas de salud de ambas personas.

La Dra. Erika Hernández Sandoval somete a votación la modificación de la agenda, 1- Comprobación de quórum e inicio de sesión, 2- Aprobación de Agenda Presidencia, 3- Lectura y Aprobación del Acta No 04-2011, 4-Exposición de la Licda. Jeannette Arias Meza, Reglamento a la Ley de Hostigamiento Sexual del Colegio de Abogados (as),  5- Informe de Aranceles, Dra. Erika Hernández Sandoval.  6- Informe Dirección Ejecutiva –Lic. José Luis Meneses Rímola, 7-Correspondencia, 8-Informe de Presidencia, 9-Informe de Directores y Directoras, 10- Asuntos breves Fiscalía-Licda Rosette Morgan Asch, 

 SE ACUERDA 2011-05-001 Aprobar la modificación de la Agenda de Presidencia presentada por la Dra. Erika Hernández Sandoval.   Ocho   votos.
LOS DOCUMENTOS FORMAN PARTE DE LOS ATESTADOS DEL ACTA.

ARTICULO 3) LECTURA Y APROBACION DEL ACTA No. 04-11, DEL 31 DE ENERO DEL 2011. 
Revisada el acta 04-11 del 31 de enero del 2011 por los señores Directores y realizadas las observaciones pertinentes, proceden a aprobarla. 

SE ACUERDA 2011-05-002 Aprobar el acta 04-11 celebrada el 31 de enero del 2011, con las observaciones realizadas por los señores Directores.   Ocho  votos.  
ARTICULO 4) PRESENTACIÓN DEL REGLAMENTO DE ACOSO SEXUAL
La Licda. Jeannette Arias Meza, procede con la exposición del Reglamento para prevenir, investigar y sancionar el Hostigamiento Sexual en El Colegio de Abogados y Abogadas   de Costa Rica. La Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, mediante acuerdo 2011-02-022,  tomado en ocasión de la sesión 02 del 17 de enero del 2011, acordó someter a Asamblea General la aprobación del presente proyecto.
El Lic. Álvaro Sánchez González, indica que cree mucho en justicia y en equidad, que aunque sea en excepción  la que se diera contra los hombres, aunque sea en excepción no deja de ser menos importante por ser excepción.  

La Dra. Erika Hernández Sandoval, indica que con relación a la consulta el Lic Juan Carlos Brenes Vargas, hay un capítulo del Procedimiento Judicial para castigar el Hostigamiento Sexual, en la Ley. 

SE ACUERDA 2011-05-003 Se aprueba el Reglamento para prevenir, investigar y sancionar el Hostigamiento Sexual en El Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica; " CAPITULO I DISPOSICIONES GENERALES. ARTICULO 1° OBJETIVOS DE LA POLÍTICA. Con fundamento en el artículos 5 y 42 de la Ley de Hostigamiento Sexual en el empleo y la docencia. Los objetivos del Reglamento para investigar y sancionar el hostigamiento sexual en el Colegio de Abogados son: 1) Mantener condiciones que garanticen un ambiente de trabajo libre de hostigamiento sexual a través del respeto entre funcionarios del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, y de las personas que colaboren en la Defensoría Social, comisiones, y al personal de contratación externa. 2) Evitar cualquier forma de manifestación de hostigamiento sexual, que perjudique las condiciones laborales, el desempeño y el cumplimiento en el trabajo, y el estado general del bienestar personal.  3) Dar a conocer que el hostigamiento sexual constituye una conducta indeseable por quien la recibe y que es una práctica discriminatoria por razón del sexo, contra la dignidad de la mujer y del hombre en las relaciones laborales y que en el  Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica  existe una política dirigida a prevenirlo, investigarlo y sancionarlo. 4) Establecer dentro de los parámetros legales existentes, un procedimiento interno, adecuado y efectivo, amén de confidencial, que permita las denuncias de hostigamiento, su investigación y, en caso de determinarse la responsabilidad, imponer las sanciones pertinentes al hostigador u hostigadora, sin perjuicio de otras acciones que tome la víctima. ARTICULO 2° DEFINICIONES. 1) Hostigamiento sexual: se entiende por acoso u hostigamiento sexual, toda conducta sexual escrita, verbal o no verbal o física, indeseable por quien la recibe, reiterada o aislada, que provoca una interferencia sustancial con el desempeño del trabajo de una persona o cree un ambiente de trabajo intimidante, hostil u ofensivo. 2) Víctima: es la persona que sufre el hostigamiento. Para efectos de este reglamento incluye a: servidores y servidoras del Colegio de Abogados y Abogadas, personas usuarias de los servicios y personal de contratación externa al servicio del Colegio de Abogados y los integrantes de las diferentes Comisiones y colaboradores de la Defensoría Social. 3) Denunciada: La persona a la que se le atribuye una presunta conducta constitutiva de hostigamiento sexual. 4) Órgano Instructor: a) En primer término, es el Departamento de Fiscalía, el encargado de recibir las denuncias por hostigamiento sexual y tramitarlas de acuerdo con lo indicado en el presente reglamento y de presentar un informe con la debida recomendación ante la  Junta Directiva en el cual indique si la falta amerita una sanción disciplinaria. b) Cuando la denuncia fuera en contra del Fiscal o Fiscalía, se deberá presentar ante el secretario de Junta Directiva y el órgano instructor será el Departamento Legal. ARTICULO 3° ÁMBITO DE COBERTURA. El presente reglamento regirá para todos los funcionarios y funcionarias del Colegio de Abogados de Costa rica, personas usuarias de los servicios y personal de contratación externa, miembros de Comisiones y colaboradores del Departamento de Defensoría Social. CAPITULO II. POLÍTICA DE SEGUIMIENTO Y  DIVULGACIÓN. ARTICULO 4° ENCARGADO DE LA POLÍTICA DE SEGUIMIENTO: La labor de seguimiento en cuanto a la aplicación del reglamento y la Ley contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y la Docencia, será responsabilidad de la Unidad  Técnica de Género del Colegio de Abogados  en coordinación con la Dirección Ejecutiva y la Comisión de Genero del Colegio de Abogadas y Abogados de Costa Rica.  Asimismo se creará una comisión permanente contra el hostigamiento sexual, con representación del personal del Colegio de Abogados, un representante de la Comisión de, la Unidad Técnica de Genero y el Director de Sedes Regionales. ARTÍCULO 5°  ENCARGADO DE LA POLÍTICA DE DIVULGACIÓN: La labor de divulgación del reglamento y la Ley contra el Hostigamiento Sexual en el empleo y la docencia será responsabilidad de los  Directores de los Departamentos de Recursos Humanos, Académico y Comunicaciones así como del Director Ejecutivo en coordinación con la Unidad Técnico de Género, la Comisión de Género, y todas aquellos Departamentos  que por su naturaleza puedan facilitar el proceso de difusión. Para desarrollar esta labor la institución suministrará todos los recursos humanos y materiales que resulten necesarios. ARTICULO 6° MECANISMOS DE DIVULGACIÓN. Los mecanismos de divulgación de la Ley contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y la Docencia,  de la Política Interna para prevenir, desalentar, evitar y eventualmente sancionar las conductas de hostigamiento sexual, serán: 1) Colocación, en lugares visibles de cada oficina o centro de trabajo, de un ejemplar de ambos instrumentos normativos. 2) Incorporar a los Programas de Inducción y Capacitación institucionales, todos aquellos mecanismos que permitan trasmitir  y sensibilizar sobre los contenidos de la política institucional contra el hostigamiento sexual y la aplicación del reglamento y la Ley vigentes en esta materia. 3) Elaboración de Boletines Informativos que, por medio de combinaciones de palabras y de ilustraciones, identifiquen ejemplos de hostigamiento sexual, fomenten el respeto entre el personal y con los usuarios y usuarias, e informen del procedimiento para denunciar conductas constitutivas de acoso sexual. 4) Cualquier otro que se considere pertinente. CAPITULO III. POLÍTICA DE PREVENCIÓN. ARTICULO 7° MECANISMOS DE PREVENCIÓN. Sin perjuicio de otros mecanismos que se implementen en el futuro, la prevención de las conductas constitutivas de hostigamiento sexual, estará a cargo de la Unidad  Técnica de Género en coordinación con la Comisión de Género y la Dirección Ejecutiva, quienes deberán propiciar a nivel institucional la realización de actividades de diferente naturaleza, con el fin de cumplir con los objetivos establecidos en la política contra el Hostigamiento Sexual. CAPITULO IV. PROCEDIMIENTO PARA INVESTIGAR LAS DENUNCIAS. ARTICULO 8° COMPETENCIA DE LOS  ÓRGANOS, ATRIBUCIONES Y POTESTADES. La Junta Directiva tendrá las siguientes atribuciones: Resolver las solicitudes de medidas cautelares que presente el órgano instructor. Resolver la procedencia o no de imponer una sanción disciplinaria previa presentación del órgano instructor del resultado de la investigación y su recomendación. Conocer del recurso de adición o aclaración  en contra de los resuelto en el inciso  anterior. El Órgano Instructor tendrá las siguientes atribuciones y potestades: 1) Recibir las denuncias por hostigamiento sexual. 2) Tramitar las denuncias por hostigamiento sexual. 3) Recibir las pruebas testimoniales y recabar las demás probanzas ofrecidas por las partes, que fueron admitidas. 4) Solicitar a los Departamentos o a cualquier funcionario, la colaboración necesaria para concluir la investigación. 5) Verificar que en proceso no existan errores u omisiones capaces de producir nulidad o indefensión. 6) Solicitar a la Junta Directiva, restrictivamente, la suspensión temporal del denunciado o denunciada, con goce de salario o, el traslado del denunciante. 7) Elaborar un informe a la Junta Directiva verificando, previamente, que no haya errores de procedimiento o vicios causantes de indefensión, del resultado de la investigación y una recomendación en la cual deberá indicar en forma expresa si considera o no la procedencia de una sanción en contra del investigado y los motivos de esto. 8) Comunicar lo resuelto por la Junta Directiva, una vez firme, a la Defensoría de los Habitantes. ARTICULO 9° CAUSAS DE IMPEDIMENTO, RECUSACIÓN O EXCUSA DEL ÓRGANO. Respecto a las causas de impedimento, recusación o excusa de los sujetos que conformen  el   Órgano Instructor o la Junta Directiva del Colegio de Abogados , se estará a las reglas del artículo 49 del Código Procesal Civil. En forma supletoria se utilizara lo que al respecto indique la Ley Orgánica del Poder Judicial. ARTICULO 10° PROCEDIMIENTO PARA SUSTITUIR AL ÓRGANO INSTRUCTOR. Al concurrir alguna de las causas de impedimento, recusación o excusa, enumeradas en la normativa vigente, la suplencia se tramitará conforme a las siguientes reglas. Cuando, por impedimento, recusación, excusa u otro motivo, un servidor tenga que separarse del conocimiento de un asunto determinado, su falta será suplida del modo siguiente: 1.- A la persona encargada de la instrucción  los suplirán otro funcionario del mismo rango, a su vez, tampoco pudieren conocer, serán llamados abogados de otros departamentos del Colegio de Abogados y, si la causal comprendiere también a  estos, deberá conocer el asunto el secretario de Junta Directiva. ARTICULO 11° DEBER DE COLABORACIÓN DE LOS DEPARTAMENTOS Y FUNCIONARIOS DEL COLEGIO DE ABOGADOS Y ABOGADAS. Todo departamento y todo funcionario o funcionaria de la Institución, cuya colaboración sea solicitada por el Órgano Instructor, para la investigación de una denuncia por hostigamiento sexual, está en la obligación de prestarla. La negativa injustificada del jefe de oficina o del servidor o servidora, será considerada como una falta, que da margen para la aplicación del régimen disciplinario, de conformidad con el artículo 81 del Código de Trabajo y el Reglamento interno de Trabajo del Colegio de Abogados de Costa Rica. ARTICULO 12° DEBER DE DENUNCIAR. Todo funcionario  o funcionaria  del Colegio de Abogados persona usuaria de los servicios y personal de contratación externa, que tenga conocimiento de una situación de hostigamiento sexual, en cualquiera de sus manifestaciones, se encuentra en la obligación de denunciar ante el Órgano correspondiente al hostigador, aún en contra de la voluntad de la presunta víctima. En estos casos, la investigación únicamente se iniciará en el momento en que la presunta víctima ratifique la denuncia; caso contrario, se desestimará la misma; salvo que, el acoso sexual, resulte público y notorio. ARTICULO 13° RECEPCIÓN DE LA DENUNCIA. La denuncia será recibida por el Órgano Instructor, en forma privada y se consignará por escrito. Necesariamente contendrá: 1) Nombre y calidades completas de la presunta víctima y del denunciado o denunciada. 2) Identificación precisa de la relación laboral e interpersonal entre la presunta víctima y el denunciado o denunciada. 3) Descripción objetiva de todas aquellas situaciones que se pudieran constituir manifestaciones de acoso sexual, con mención aproximada de fecha y testigos. 4) Determinar si se trató de una conducta con connotación sexual indeseada; esto es, no querida o no aceptada por la presunta víctima. 5) Enumeración de los medios de prueba que sirvan de apoyo a la denuncia. 6) Señalamiento de lugar para atender notificaciones. 7) Lugar y fecha de la denuncia. 8) Firma de denunciante. ARTICULO 15°. LA VICTIMA COMO PARTE EN EL PROCESO. La víctima será expresamente reconocida como parte en el proceso, con todos los derechos inherentes a esta condición, incluyendo la posibilidad de ser asistida por un(a) profesional en derecho. ARTICULO 16° UNIDAD  TÉCNICA DE GÉNERO COMO COADYUVANTE. Que la Unidad Técnica de Género del Colegio de Abogados y e Departamento Legal en caso de no llevar la instrucción del proceso, serán reconocidos expresamente como coadyuvantes de la víctima en todos los procesos por hostigamiento sexual. ARTICULO 17° MEDIDAS CAUTELARES. El Órgano Instructor podrá gestionar ante la Junta Directiva que se ordene, en forma provisional y en cualquier momento, a partir de la presentación de la denuncia, las siguientes medidas cautelares: 1) La suspensión temporal con goce de salario: Se dispondrá en relación con el denunciado, en los siguientes casos: a) Cuando su presencia pueda causar un mayor agravio a la presunta víctima; b) Cuando pueda entorpecer la investigación; c) Cuando pueda influenciar a los eventuales testigos. Dicha suspensión no podrá extenderse más allá de un mes calendario, pero podrá disponerse en forma fraccionada y no acarreará la pérdida de ningún derecho o beneficio.2) Que la presunta persona hostigadora se abstenga de perturbar a la persona denunciante.3) Que la presunta persona hostigadora se abstenga de interferir en el uso y disfrute de los instrumentos de trabajo de la persona denunciante.4) El traslado del denunciado: Se dispondrá, en relación con la persona denunciada, en los siguientes casos:a) Cuando ambas partes laboren en el mismo departamento o oficina, o cuando exista una relación de subordinación. b) Cuando exista clara presunción de que el hostigamiento continuará; c) En caso de darse el traslado como medida cautelar, deberá ser a un puesto de igual categoría respetando todos los derechos y los beneficios del denunciado.5) Se podrán dictar otras medidas que tiendan a la protección de los (as) testigos(as) y de la persona denunciante para evitar cualquier tipo de revictimización. En cualquier momento las medidas anteriormente indicadas, podrán ser discrecionalmente revocadas por la Junta previa  solicitud del órgano instructor. ARTICULO 18° CONFIDENCIALIDAD DE LA INVESTIGACIÓN. Salvo los informes finales, que se deberán remitir a la Defensoría de los Habitantes, se prohíbe divulgar información sobre las denuncias presentadas, el proceso de investigación y los resultados del mismo. Esta prohibición afecta a los departamentos y  a los funcionarios cuya colaboración sea requerida para los efectos de la investigación, a los testigos ofrecidos que tengan la condición de empleados, al Órgano Instructor y sus servidores directos, a quienes ostenten la condición de denunciantes y a las partes involucradas en la investigación. El quebranto de dicha prohibición será considerada como falta, a los efectos de la aplicación del régimen disciplinario, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 81 del Código de Trabajo y el Reglamento interior de Trabajo del Colegio de Abogados y Abogadas. ARTICULO 19° TRASLADO DE LA DENUNCIA Y DETERMINACIÓN DEL PLAZO A INVESTIGAR. Una vez que el Órgano Instructor ha recibido la denuncia, dará traslado al denunciado (a); notificando, en forma personal y privada, mediante acta que deberá firmar como constancia de recibido. En este acto se le dará audiencia por el término de cinco días laborales, sobre el contenido de la denuncia y sobre las pruebas ofrecidas por el denunciante, a los efectos de que manifieste, por escrito, su descargo y ofrezca su prueba y, se le prevendrá de señalar lugar para atender notificaciones. En la misma resolución en que se ordena el traslado de la denuncia, el Órgano Instructor, prevendrá a las partes que el término de duración de la investigación, no podrá exceder de tres meses y que, para efectos laborales, suspende el plazo de prescripción para el ejercicio de la potestad disciplinaria. Además el Órgano Instructor podrá citar a ambas partes a una comparecencia voluntaria, oral y privada dentro del término de los siguientes cinco días hábiles, después de la notificación de la demanda, ARTICULO 20° AUDIENCIA SOBRE LA CONTESTACIÓN DE LA DENUNCIA. Una vez contestada la denuncia, en tiempo y forma, el Órgano Instructor dará audiencia por tres días hábiles, de ella y de las pruebas ofrecidas, al denunciante. Cumplida esa audiencia, procederá a resolver o reservar para que sean resueltas por la Junta Directiva las excepciones previas y propuestas por las partes. ARTICULO 21° AUDIENCIA DE RECEPCIÓN DE PRUEBAS. El Órgano Instructor señalará hora y fecha, para recibir en una sola audiencia, la prueba testimonial ofrecida por ambas partes, con mención expresa de los nombres de los testigos admitidos. Cada testigo será recibido en forma separada, con la sola presencia del Órgano Instructor, de ambas partes y de sus abogados. Los testigos serán interrogados por el Órgano Instructor, únicamente en relación con los hechos sobre los que versa la denuncia. Los testigos podrán ser repreguntados por las partes y sus abogados, debiendo velar dicho Órgano porque todo se haga con el mayor respeto y mesura. De sus manifestaciones se levantará u acta que será firmada, al final, por todos los presentes. Si alguno de los testigos propuestos no se hiciere presente a dicha audiencia, se prescindirá de su declaración; salvo que, el Órgano Instructor, lo considere esencial, en cuyo caso se hará un nuevo señalamiento, para dentro de los cinco días laborales siguientes. ARTICULO 23° EVACUACIÓN DE OTRAS PRUEBAS. Entre el momento de la comparencia y aquél en que se lleve a cabo la audiencia de recepción de las pruebas, el Órgano Instructor, deberá evacuar o hacer llegar todo tipo de probanzas, admitidas a las partes y las que por iniciativa propia considere fundamentales, para el resultado de la investigación. ARTICULO 24° TÉRMINO PARA DICTAR LA RESOLUCIÓN DE FONDO. Una vez concluida la audiencia de recepción de pruebas, el Órgano Instructor, gozará del término de  ocho días hábiles, para dictar su informe ante la Junta Directiva. ARTICULO 25° EVALUACIÓN DE LA PRUEBAS Y ELABORACIÓN DE LA RESOLUCIÓN DE FONDO. La Junta Directiva evaluará las pruebas de manera objetiva, con amplitud de criterio, utilizando la perspectiva de género, y en aplicación del principio pro víctima, en caso de duda, de conformidad con el artículo 18 de la Ley No.8805. 1) La identificación plena de las partes involucradas. 2) La descripción de la relación laboral e interpersonal existente entre las partes involucradas. 3) La descripción objetiva de la conducta denunciada y de lo que resultó efectivamente probado. 4) La descripción objetiva de la conducta como una manifestación de contenido sexual que resulta discriminatoria. Esta resolución se notificará a las partes involucradas,  por el medio señalado para tales efectos, procurando siempre la confidencialidad del caso. ARTICULO 26° RECURSOS CONTRA LA RESOLUCIÓN DE FONDO. La resolución de fondo, dictada por la Junta Directiva, tendrá el recurso de reconsideración. Podrán interponerse por cualquiera de las partes dentro de los tres días siguientes a la notificación. ARTICULO 27° COMUNICACIÓN DE LO RESUELTO. Una vez firme lo resuelto, se comunicará a la Dirección Ejecutiva, así como a la Defensoría de los Habitantes, para lo que corresponda. CAPITULO V. DE LAS SANCIONESARTICULO 28° SANCIONES PARA LOS ACOSADORES. El hostigador, cuya falta sea comprobada y atendiendo a la gravedad de la misma, será sancionado de conformidad con las previsiones de los artículos 81 del Código de Trabajo y las disposiciones pertinentes de la Ley Orgánica Colegio de Abogados de Costa Rica y el Reglamento de Trabajo ARTICULO 29° SANCIONES PARA QUIENES ENTORPEZCAN O ATRASEN INJUSTIFICADAMENTE LA INVESTIGACIÓN. Incurrirá en falta de naturaleza laboral, que dará mérito para la aplicación del régimen disciplinario, de conformidad con el artículo 81 del Código de Trabajo, aquel funcionario que entorpezca o que atrase, injustificadamente, la investigación, negándose a declarar o brindar información sobre los hechos investigados. ARTICULO 30° SANCIONES PARA QUIENES NO DEN TRÁMITE A LAS DENUNCIAS. Incurrir en falta de naturaleza laboral, que dará mérito para la aplicación del régimen disciplinario, de conformidad con el artículo. 81 del Código de Trabajo, aquel funcionario que, conociendo de una denuncia por hostigamiento sexual, en su condición de Órgano Instructor, no le de el trámite previsto en esta normativa. ARTICULO 31° SANCIONES PARA QUIENES DENUNCIEN SIN FUNDAMENTO. Incurrirá en falta de naturaleza laboral, que dará mérito para aplicación del régimen disciplinario, de conformidad con el artículo 81 del Código de Trabajo sin perjuicio de otras acciones que personalmente intente el propio denunciado, el funcionario que haya denunciado o que haya ratificado una denuncia interpuesta por un compañero o por un superior, cuya falsedad se compruebe en forma evidente y manifiesta. ARTICULO 34° DE LA CONCILIACIÓN. No procede la conciliación ni el desistimiento en los procesos por hostigamiento sexual.”  ARTICULO 34: TRANSITORIO:El Colegio de Abogados tendrá el plazo de dos años a partir de la publicación del presente reglamento  a efectos de crear la Unidad Tecnica de Acoso Sexual. Durante este plazo sera el Director Ejecutivo el encargado de asumir las labores que a dicha Unidad se le asignan en el presente Reglamento. El presente reglamento se de acuerdo a lo indicado en la Ley de Hostigamiento Sexual y se utilizó como base el Reglamento del Poder Judicial, en vista de no contar el Colegio con una secretaria tecnica de Género.  Ocho votos. Responsable Comision de Género.
ARTICULO 5) INFORME DE LA COMISIÓN DE  ARANCELES
La Dra. Erika Hernández Sandoval presenta el informe de Comisión de Aranceles.   
5.1 Expediente Nº 006-2010 Consulta de honorarios presentada por la Dra. Nuria Montero Chinchilla Presidenta del Colegio de Farmacéuticos de Costa Rica. Resultando: 1-Mediante escrito presentado en fecha 4 de enero de 2010 y suscrito por la Dra. Nuria Montero Chinchilla en su calidad de Presidente de la Junta Directiva del Colegio de Farmacéuticos de Costa Rica, se consulta a esta Comisión una serie de ítems, relacionados todos ellos con la aplicación del Arancel y el cobro de honorarios en  diversos supuestos de un proceso de ejecución de sentencia; 2-Interesa saber al Colegio Profesional consultante: A. “ ¿Si este recibo [cuya copia se adjunta al escrito presentado] se ajusta al formato que deben tener los recibos que deben emitir los abogados por los servicios profesionales que prestan? B. ¿Si el monto facturado se ajusta a los honorarios de una ejecución de sentencia estimada en ₡35.000.000.00 (treinta y cinco millones de colones). Asimismo, si a su vez corresponderían a una ejecución estimada en ¢10.000.000.00 (diez millones de colones)?; C. ¿Si es correcto cobrar honorarios de abogado, antes de presentar ante los Tribunales de Justicia una ejecución de sentencia?; D. ¿Si es correcto cobrar los honorarios de abogado de una ejecución de sentencia, en donde no se ha dictado sentencia y esta no se encuentra firme? 3-De la consulta presentada se dio audiencia al Lic. Carlos Arturo Paniagua Gómez, profesional que la consulta indica como emisor del recibo de marras, quien contestó la audiencia mediante escrito presentado al expediente en fecha 16 de julio de 2010. Afirma el Lic. Paniagua Gómez que el documento respecto del cual se plantea la consulta no es un recibo formal sino más bien una “factura proforma” que así fue aportada en el proceso judicial entre las partes, que nunca fue cuestionada por la consultante dentro del proceso judicial respectivo y que en todo caso se trata de un documento que no se encuentra firmado ni sellado y que tampoco fue nunca cancelado. 4-En vista de lo indicado por el Lic. Carlos Arturo Paniagua Gómez respecto de la naturaleza que a su juicio posee el documento respecto del cual se consulta, así como por cuanto los hechos que conforman el caso concreto entre las partes se encuentran ya librados a decisión en la vía judicial, no parece a la Comisión que sea de su competencia referirse a esos hechos concretos o la naturaleza, formalidad y contenido del documento presentado para ese caso en concreto. 5-Sin embargo, dada la naturaleza abstracta de las consultas, puede resolver esta Comisión los tópicos consultados, aplicando a las hipótesis generales consultadas, las disposiciones que contiene el Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales de Abogacía y Notariado que es Decreto Ejecutivo N° 32493 – J, publicado en La Gaceta N° 196 de 12 de octubre de 2005, en adelante y para los efectos de este documento, denominado únicamente como El Arancel, con la advertencia expresa de que no se trata en modo alguno de una valoración del caso concreto, ni pretende convertirse en modo alguno en instrumento que indique criterio oficial de la Comisión o del ente gremial del cual forma parte, para su aplicación al proceso pendiente en la justicia ordinaria; Considerando: 1-No existe norma en el Arancel ni en ninguno de los restantes cuerpos normativos gremiales que rigen la prestación de servicios de los abogados a sus clientes, que regule de manera explícita el tipo, formato o características que deben de tener los recibos o facturas que emiten los agremiados a sus clientes por concepto de pago de los servicios profesionales. Así, es posible para la Comisión responder a este punto de la consulta por las razones indicadas. No obstante, en aplicación de los Principios Generales de Derecho de nuestro ordenamiento jurídico, no puede dejar de afirmarse que, aun careciendo de normativa gremial interna que regule su formato o contenidos, las facturas o comprobantes de pago que por concepto de honorarios emitan los profesionales en derecho por la prestación de sus servicios, deben ajustarse a los requisitos mínimos de forma y validez exigidos por la normativa fiscal aplicable en Costa Rica. En ese sentido y sin profundizar en valoraciones cuyo objeto  no es competencia  de esta Comisión, es claro que el recibo – cuya muestra aporta la entidad consultante -  no cumple con los requisitos de timbrado o registro para dispensa de timbrado, según lo exige la normativa de orden fiscal.- La falta de esos requisitos, sin embargo, no es tema cuya competencia corresponda al Colegio de Abogados de Costa Rica o a esta comisión, sino a la autoridades pertinentes. 2-El Arancel regula en sus artículo 18, 19 y 20 establece las reglas aplicables  al pago de los honorarios en los procesos de ejecución de sentencia, disponiendo como regla general que corresponde un pago no inferior al setenta y cinco por ciento (75%) de la tarifa corriente [que se regula en el artículo 18 ibídem], misma que será abonada en terceras partes según vayan siendo cumplidas las etapas del proceso que la norma señala. Ese es el principio general. Entendido lo anterior y bajo esa base de cálculo, se colige que los honorarios que corresponde pagar a un profesional en un proceso de  ejecución de sentencia estimada en ¢35.000.000.00 (treinta y cinco millones quinientos mil colones), ascienden a la suma de ¢4.500.000.00 (cuatro millones quinientos colones); por otra parte, sí se trata de una ejecución de sentencia estimada en ¢10.000.000.00 (diez millones de colones) los honorarios a pagar serían la suma de ¢1.500.000.00 (un millón quinientos colones). 3-Consultan el Colegio interesado en tercer término ¿Si es correcto cobrar honorarios de abogado, antes de presentar ante los Tribunales de Justicia una ejecución de sentencia? Respecto de ese particular, cabe indicar que de conformidad con la relación de los artículos 18, 19 y 20 indicados, el profesional podrá cobrar sus honorarios en terceras partes de conformidad con la etapa procesal correspondiente. Así las cosas, está autorizado para cobrar el primero de los tercios de honorarios correspondientes a la ejecución de sentencia al momento de presentarse ante el Juzgado competente el proceso de ejecución. 4-Respecto de la última de las cuatro consultas, a saber: ¿Si es correcto cobrar los honorarios de abogado de una ejecución de sentencia, en donde no se ha dictado sentencia y esta no se encuentra firme?, la respuesta será, sencillamente, no. Sin abundar más allá de lo que la lógica exige, es claro que si hablamos de los honorarios correspondientes a un proceso de ejecución de sentencia, el requisito lógico para que cualquier consideración ulterior proceda es la existencia de una sentencia firme dictada por una autoridad judicial de la República, susceptible de ser ejecutada. Si no hay sentencia firme, no podrá existir proceso de ejecución de sentencia y por ello, no tiene asidero posible el cobro de honorarios por un trámite que, para ese momento, es imposible.  Por tanto: 5 Se evacuan las consultas en la forma considerada antes, a saber: a) No existe norma en el Arancel ni en ninguno de los restantes cuerpos normativos gremiales que rigen la prestación de servicios de los abogados a sus clientes, que regule de manera explícita el tipo, formato o características que deben de tener los recibos o facturas que emiten los agremiados a sus clientes por concepto de pago de los servicios profesionales, sin embargo, en aplicación de los principios generales de derecho, es claro que deben ajustarse a los requisitos mínimos de forma y validez exigidos por la normativa fiscal aplicable en Costa Rica; b) Los honorarios profesionales totales correspondientes a una ejecución de sentencia estimada en treinta y cinco millones de colones  ascienden a la suma de ¢4.500.000.00 (cuatro millones quinientos colones); por otra parte, sí se trata de una  ejecución de sentencia estimada en ¢10.000.000.00 (diez millones de colones) los honorarios a pagar serían la suma de ¢1.500.000.00 (un millón quinientos colones); c) los agremiados están autorizados para cobrar el primero de los tercios de honorarios correspondientes a la ejecución de sentencia al momento de presentarse ante el Juzgado competente el respectivo proceso; d) No es posible el cobro de honorarios profesionales por la tramitación de un supuesto proceso de ejecución de sentencia si no existe en forma previa una sentencia firme; ello en virtud de que no podrá existir proceso de ejecución de sentencia sin sentencia declarativa previa y firme; e) se advierte en forma expresa de que los criterios anteriores no  se refieren ni tratan de ser en modo alguno de una valoración del caso concreto entre las partes, ni pretenden convertirse en modo alguno en instrumento que indique criterio oficial de la Comisión o del ente gremial del cual forma parte, para su aplicación al proceso pendiente en la justicia ordinaria, limitándose su alcance a verter las opiniones de la Comisión sobre las hipótesis generales consultadas.

SE ACUERDA 2011-05-004. Aprobar, sin discusiones, el informe presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, donde se evacua la consulta de la Dra. Nuria Montero Chinchilla Presidenta del Colegio de Farmacéuticos de Costa Rica. Ocho votos. Acuerdo firme. Responsable: Comisión de Aranceles

5.2 Expediente No. 068-2010 Consulta de honorarios presentada por la señora Carmen Nidia Porras Espinoza contra el Licenciado Luis Fernando Fallas Marín. Resultando:1.- Mediante nota presentada en fecha 2 de junio de 2010, la señora Carmen Nidia Porras Espinoza, solicita a esta Comisión revisar los  honorarios  notariales que le fueron cobrados por el Notario Público  Luis Fernando Fallas Marín por la redacción, autorización e inscripción de la escritura pública N° 334 – 26 otorgada ante dicho profesional a las 13:00 hrs. del 3 de mayo de 2010. (copia que adjuntó a su solicitud). 2.- Considera la consultante que existen irregularidades en los montos que le fueron desglosados y cobrados en la factura del profesional (N° 6882, cuya copia adjunta). Adicionalmente reclama que el notario otorgó los cuatro actos notariales requeridos en un solo documento, pese a que ella le solicitó que se hiciera en instrumentos separados; y que luego de completarse la inscripción le entregó el testimonio inscrito al acreedor de la hipoteca y no a ella, como lo había solicitado. 3.- De la consulta se dio audiencia al Lic. Fallas Marín mediante oficio de fecha 2 de junio de 2010, sin que conste en el expediente respuesta alguna del Profesional aludido. 4.- En vista de la naturaleza concreta de la consulta, resuelve esta Comisión aplicando a los hechos consultados, las disposiciones que contiene el Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales de Abogacía y Notariado que es Decreto Ejecutivo N° 32493 – J, publicado en La Gaceta N° 196 de 12 de octubre de 2005, en adelante y para los efectos de este documento, denominado únicamente como El Arancel; y Considerando: 1.- La escritura pública cuya tasación se consulta contiene cuatro actos notariales, a saber: cancelación total de hipoteca, modificación o rectificación de los linderos de una finca, donación de finca y finalmente, constitución de hipoteca de primer grado. Todas las operaciones notariales se refieren a la misma finca, sí bien no todas tienen en todos los casos como partes a los mismos otorgantes. Atendiendo a estas circunstancias, no parece extraño a esta Comisión, ni ajeno a una correcta técnica notarial, que el cartulario haya optado por otorgar los cuatro actos notariales en un solo instrumento público, pues este procedimiento no solo permite evitar problemas en la inscripción de los cuatro actos contenidos en el documento, soslayando los inconvenientes que podrían ocurrir en relación con el principio de tracto sucesivo de ocurrir problemas con la inscripción de alguno de ellos, sí se hubieran otorgado en forma separada; sino que además en nada vulnera los intereses de ninguno de los otorgantes o interesados que comparecen en el instrumento o que de él derivan derechos. Antes bien, todos los actos notariales propuestos fueron debidamente inscritos sin perjuicio para ninguno de ellos. Así las cosas, no estima esta Comisión que exista motivo de reproche para el Notario por haber redactado el documento en la forma en que lo hizo. 2.- Por otra parte, tampoco existe error, mala práctica o perjuicio a la consultante, con motivo de haber entregado el Notario el testimonio inscrito del documento a la parte acreedora de la hipoteca. Si bien es cierto  no existe norma expresa que así lo regule, lo cierto es que existe en la práctica notarial la inveterada costumbre de entregar el testimonio inscrito de un documento en el cual se constituye un crédito hipotecario a la parte acreedora, de modo tal que no existe por esta parte la alegada infracción a cargo del cartulario. Debe dejarse constancia en este particular que adicionalmente tal conducta no casó perjuicio alguna a la consultante, toda vez que la prueba o ejercicio de sus derechos como propietaria no dependían de la tenencia o exhibición material del testimonio; documento que bien sabemos no depara eso efectos jurídicos. Bien puede la consultante hacer valer cualquiera de sus derechos relacionados con la propiedad del inmueble con solo obtener y exhibir la respectiva certificación, notarial o registral, de la inscripción a su nombre de la finca, todo ello sin que el testimonio de la escritura de marras sea relevante para ello. 3.- La fijación de los honorarios profesionales correspondientes a la formalización en escritura pública consultada, debe analizarse para cada una de las cuatro operaciones contenidas en el documento, atendiendo a su naturaleza intrínseca, a su connotación como principal o accesorias en el documento y a la cuantía o estimación de cada acto. De este modo obtenemos este detalle: Cancelación de Hipoteca. Se trata de una operación de carácter complementario respecto del resto de las operaciones del documento, pues evidentemente su fin atiende a permitir la posterior donación libre de gravámenes y la constitución de la nueva hipoteca. Partiendo de ello y en atención a que el monto del crédito que se cancela es de siete millones de colones, el monto correcto de los honorarios a cancelar por este acto será de setenta mil colones, en aplicación de la norma contenida en el artículo 71 del Arancel. Así las cosas y visto que la factura 6882 liquida un monto de ciento cuarenta mil colones por este acto, puede determinarse un cobro en exceso por la cancelación de la hipoteca equivalente a setenta mil colones, suma que debería de reintegrarse a la consultante, que según el texto de la factura fue la persona que canceló ese monto. a) Rectificación de linderos. Se trata también de una operación de carácter complementario respecto del resto de las operaciones del documento, no es una operación autónoma o con fin propio dentro del otorgamiento. Partiendo de ello y en aplicación de las normas contenidas en los artículos 89 y 100 del Arancel, el monto correcto de los honorarios a cancelar por este acto será de doce mil quinientos colones. Así las cosas y visto que la factura 6882 liquida un monto de veinticinco mil colones por este acto, puede determinarse un cobro en exceso por la modificación de los linderos equivalente a doce mil quinientos colones, suma que debería de reintegrarse a la consultante, que según el texto de la factura fue la persona que canceló ese monto; b )Donación. Se trata también de una operación de carácter principal en el contexto del documento, pues de hecho es en virtud de ella que se traslada la titularidad del bien a la consultante y que en forma posterior le permitirá constituir el crédito hipotecario. Partiendo de ello y en aplicación del artículo 70 del Arancel, el monto correcto de los honorarios a cancelar por este acto debería calcularse con base en la tarifa ordinaria; no obstante, dado que a todas luces la estimación que las partes dieron a este acto es simbólica (un colón) y sin que exista otra base de cálculo para poder hacer una atinada estimación del mismo, habida cuenta de que el Notario interesado no contestó la audiencia corrida en su favor; no queda a la Comisión otro camino que estimar el acto usando como normas subsidiarias las contenidas en el Arancel, considerando para efectos de estimar los honorarios de este acto el valor fiscal de la finca objeto del contrato.  Siguiendo este parámetro y tomando en cuenta que el valor fiscal de la finca objeto del negocio (4-93168-000) está fijado en la suma de doce millones ochocientos cuatro mil setecientos noventa y dos colones, los honorarios que corresponderían conforme al Arancel se estiman en: doscientos cuarenta y dos mil setenta y cinco colones. Ahora bien,  visto que la factura 6882 liquida un monto de ochenta mil colones por este acto, puede determinarse que no existe un cobro en exceso por la donación de la finca, sino más bien un cobro menor al procedente; situación que no corresponde enmendar a esta Comisión. Así las cosas, en punto a los honorarios cobrados por la donación, no existe enmienda que hacer.  c) Hipoteca. Por su naturaleza es claro que se trata también de una operación de carácter principal en el contexto del documento.   Partiendo de ello y en aplicación del artículo 70 del Arancel, el monto correcto de los honorarios a cancelar por este acto debería calcularse con base en la tarifa ordinaria sobre una base de cálculo igual al monto de la hipoteca.    Partiendo de ello y en aplicación de la norma indicada del Arancel, el monto correcto de los honorarios a cancelar por este acto será de doscientos treinta mil colones. Así las cosas y visto que la factura 6882 liquida un monto de doscientos cuarenta mil colones por este acto, puede determinarse un cobro en exceso por la donación de la finca equivalente a diez mil colones, suma que debería de reintegrarse a la consultante, que según el texto de la factura fue la persona que canceló ese monto; d) Estudio de Registro: Es claro que en un otorgamiento de este tipo los estudios de Registro se consideran incluidos dentro de los actos pre escriturarios que son necesarios para el correcto otorgamiento y a los cuales se alude en el artículo 64 del Arancel, sin que corresponde por ello el pago de suma adicional o distinta a la que corresponde a los actos de la escritura. Así las cosas y visto que la factura 6882 liquida un monto de cinco mil colones por estudios de Registro, puede determinarse un cobro en exceso por ello equivalente a cinco mil colones, suma que debería de reintegrarse a la consultante, que según el texto de la factura fue la persona que canceló ese monto; Por tanto: Se evacua la consulta en la forma considerada antes, a saber: a) No se observa irregularidad alguna en la actuación notarial por el hecho de incluir dentro del mismo instrumento los cuatro actos que se hecho contiene la escritura venida en consulta. b) No se observa irregularidad alguna en la actuación notarial por el hecho de entregar el testimonio de la hipoteca inscrita al acreedor de la hipoteca, pues ello no solo responde a la práctica notarial corriente y aceptada sino que además en nada perjudica los derechos de la consultante o su ejercicio. c) En relación con los montos cobrados por los distintos actos incluidos en la escritura pública N° 334 – 26 otorgada ante el Notario Público  Luis Fernando Fallas Marín a las 13:00 hrs. del 3 de mayo de 2010, con fundamento en lo indicado en la parte considerativa, se determinan los siguientes monto cobrados en exceso:  i) cobro en exceso equivalente a  setenta mil colones en la cancelación hipotecaria; ii) cobro en exceso equivalente a  doce mil quinientos colones en la rectificación de linderos, iii) cobro en exceso equivalente a  diez mil colones en la hipoteca, iv) cobro indebido equivalente a cinco mil colones en la cancelación hipotecaria; para un total de: noventa y siete mil quinientos colones cobrados en exceso, suma que debería de reintegrarse a la consultante, que según el texto de la factura fue la persona que canceló ese monto.

SE ACUERDA 2011-05-005. Aprobar, sin discusiones, el informe presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, donde se evacua la consulta de la señora Carmen Nidia Porras Espinoza. Ocho votos. Acuerdo firme. Responsable: Comisión de Aranceles.

5.3 Expediente No. 065-2010. Consulta de honorarios presentada por la señora María Elena Leitón Fuentes contra el Lic. Wilfred Argüello Muñoz. Resultando: 1.- Mediante escrito presentado en fechas 28 de mayo de 2010 el Lic. Wilfred Arguello Muñoz, se apersonó a presentar consulta respecto de aspectos puntuales de un contrato de cuota litis que suscribió con su cliente, la señora María Elena Leitón Fuentes.    Relata el profesional en su consulta que suscribió contrato de cuota litis con la señora Leitón Fuentes el día 25 de agosto de 2008 y respecto la interpretación y contenidos del mismo se han presentado algunas diferencias.  2.-Interesa al consultante en forma puntual el criterio de la Comisión respecto de los siguientes puntos: a) sí “cuando existe el contrato de cuota litis, sí el porcentaje del 25% pactado (…) está dentro de los parámetros establecidos en el arancel de honorarios actualmente vigente…(…); b) sí además de cobrar el porcentaje pactado por cuota litis, puede el profesional devengar las eventuales costas personales a que eventualmente se condene a la contraparte; y c)  en caso de no existir contrato de cuota litis, cuál sería el porcentaje de la estimación de la demanda que le correspondería devengar al profesional por concepto de sus costas personales en un proceso de ejecución de sentencia. 3.- Como trámite previo se consultó a la señora Leitón Fuentes su anuencia a suscribir la consulta del Lic. Arguello Muñoz con el objeto de que lo resuelto por la Comisión fuera vinculante para ambos, a lo cual ella accedió firmando –como constancia - el documento  original de la consulta. 4.- Oídas las partes y en aplicación de  las disposiciones que contiene el Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales de Abogacía y Notariado que es Decreto Ejecutivo N° 32493 – J, publicado en La Gaceta N° 196 de 12 de octubre de 2005, en adelante y para los efectos de este documento, denominado únicamente como El Arancel; y Considerando: 1.- El artículo 7 del Arancel permite al profesional en derecho suscribir con su cliente el denominado convenio de cuota litis, mediante el cual las partes acuerdan la suma que deberá pagarse al abogado por concepto de honorarios por la atención de un asunto judicial.- El convenio y sus características son de libre suscripción por las partes, debiendo únicamente cumplir el requisito de documentarse en forma escrita y ajustarse a los parámetros establecidos en el Código Procesal Civil y el Código de Deberes Jurídicos Morales y Éticos del Profesional en Derecho.  Existiendo un convenio válido de cuota litis es está la norma aplicable en forma preferente para establecer la suma correspondiente de honorarios.  2-Sobre la primera de las consultas.- En el caso que nos ocupa, las partes pactaron  en el convenio que el profesional devengaría, por concepto de su cuota en el litigio un porcentaje del 25 %. El artículo 238 del Código Procesal Civil establece en un 50 % el máximo porcentaje que puede corresponder al profesional dentro de un convenio de cuota litis. En efecto,  la citada norma en lo que interesa dice: “Es lícito el convenio de cuota litis entre el abogado y su cliente, siempre que no exceda del cincuenta por ciento de lo que, por todo concepto, se obtenga en el proceso respectivo, de cualquier naturaleza que éste sea, en el caso en que el profesional supedite el cobro de sus emolumentos al triunfo de la demanda, y cuando asuma obligaciones de gastos, garantía de costas o pago de éstas, o participación en los resultados adversos del proceso.” Así las cosas, sí el convenio suscrito entre los consultantes establece un porcentaje del 25 % de cuota litis y la ley permite que ese porcentaje sea de hasta el 50 %, será forzoso concluir que el porcentaje pactado en este caso se encuentra dentro de los parámetros permitidos por la ley. 3-Sobre la segunda de las consultas.- En segundo lugar consultan las partes sí además de cobrar el porcentaje pactado por cuota litis, puede el profesional devengar las eventuales costas personales a que eventualmente se condene a la contraparte. Sobre este punto en forma específica no existe regulación expresa en el Arancel, no obstante lo cual esta Comisión ha resuelto ya en forma reiterada situaciones similares, atendiendo a la integración  del artículo 7 del Arancel y el citado numeral 238 del Código Procesal Civil, todo ello dentro de las facultades de interpretación de que goza en la materia con fundamento en el artículo 10 de propio Arancel. Así entonces, para llenar esta laguna, el criterio reiterado de la Comisión puede resumirse en que además de cobrar el porcentaje pactado por cuota litis, el profesional sí puede devengar las eventuales costas personales a que eventualmente se condene a la contraparte, siempre y cuando la suma de ambas partidas no supere el máximo legal establecido del 50% que impone como límite el artículo 238 del Código Procesal Civil. Toda suma que sobrepase el indicado límite del cincuenta por ciento, una vez sumado lo que corresponde al profesional entre cuota litis y costas personales, no podrá ser aprovechada por el abogado sino que deberá reintegrarse a su cliente. 4-Sobre la tercera de las consultas.- Finalmente inquieren los consultantes respecto del  caso en que de no existir contrato de cuota litis, cuál sería el porcentaje de la estimación de la demanda que le correspondería devengar al profesional por concepto de sus costas personales en un proceso de ejecución de sentencia. Al respecto cabe indicar que siendo este el supuesto,  deberán las partes remitirse a las normas específicas contenidas en el Arancel para los procesos de Ejecución de Sentencia. Aplican en tal sentido las reglas de los artículos 20 en relación con el 18, de modo tal que “en todas las ejecuciones de sentencia dictadas en cualquier tipo de proceso, en que haya contención o que haya requerido una intervención profesional significativa y laboriosa, los honorarios no serán inferiores al setenta y cinco por ciento (75 %) de las tarifas indicadas en el artículo 18 del presente Arancel. Por tanto: Se evacua la consulta en la forma considerada antes, a saber: a) el porcentaje del 25 % pactado por las partes dentro del contrato de cuota litis suscrito entre ellas, se encuentra dentro de los parámetros permitidos por el ordenamiento jurídico; b) además del porcentaje que le corresponde por su cuota litis; 25% en este caso; el profesional podrá recibir adicionalmente emolumentos por concepto de costas personales, siempre y cuando la suma de ambas partidas no sobrepase un máximo equivalente al 50% de las resultas totales; c) en caso de no existir contrato de cuota litis los honorarios profesionales que corresponden por un proceso de ejecución de sentencia se determinarán mediante de la aplicación de los artículos 18 en relación con el 20, ambos del Arancel y según sea la suma final obtenida en el ejecución del fallo. 

SE ACUERDA 2011-05-006. Aprobar, sin discusiones, el informe presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, donde se evacua la consulta de la señora María Elena Leitón Fuentes. Ocho votos. Acuerdo firme. Responsable: Comisión de Aranceles.

Se analiza Expediente 094-2010, del informe de la Comisión de Aranceles. Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica.  Al ser las doce horas del martes primero de febrero de dos mil once. Una vez discutido Resultando. I. Consulta realizada por el Lic. Erick Roberto Jiménez González de la Dirección Jurídica  Institucional, Instituto Costarricense de Electricidad. Solicita que se señale cuál es el decreto de aranceles aplicable en el evento de que un caso haya iniciado  antes del 5 de agosto de 2005; no obstante, una de las partes intervino posterior de la fecha mencionada, desistiendo posteriormente de su intervención, siendo condenada en costas.  Considerando, ÚNICO.  De conformidad con la consulta realizada por el  Lic. Erick Roberto Jiménez González de la Dirección Jurídica  Institucional, Instituto Costarricense de Electricidad, solicitando que se aclare cuál es el decreto de aranceles aplicable en el evento de que un caso haya iniciado  antes del 5 de agosto de 2005; no obstante, una de las partes intervino posterior de la fecha mencionada, desistiendo posteriormente de su intervención, siendo condenada en costas.   Según lo expuesto se resuelve.   El Decreto Ejecutivo No. 32493,  fue publicado en la Gaceta n°150 del 5 de agosto de 2005 y rigió a partir de su publicación (artículo 115), dejando sin efecto el Decreto Ejecutivo n° 20307-J, mismo que estuvo vigente desde su publicación 11 de marzo de 1991 hasta el 5 de agosto de 2005.  Asimismo, el decreto vigente (No. 32493) establece en su transitorio I, lo siguiente:   “TRANSITORIO I.-   A los juicios iniciados y documentos otorgados antes de la vigencia de estas normas, se les aplicarán las disposiciones que regían cuando se comenzaron u otorgaron”.  De tal forma,  la normativa es clara en cuanto a que todos los juicios iniciados y documentos otorgados antes de la vigencia de dicho decreto, o sea, antes del 5 de agosto de 2005, se les aplicará el Arancel que regía cuando dichos procesos fueron iniciados.   En el caso concreto, de acuerdo a lo consultado, si el proceso inició antes del 5 de agosto de 2005 –fecha de vigencia del Decreto Ejecutivo n° 32493- y posterior al 11 de marzo de 1991 –fecha de vigencia del Decreto Ejectutivo 20307-J,  la normativa aplicable  es el Decreto Ejecutivo n° 20307- J de 1991.   Lo anterior con independencia de que alguna de las partes o sus representantes hayan actuado posterior a la fecha de vigencia del decreto del 2005.   Es decir, lo que fija la aplicación de uno u otro decreto, es la fecha de inicio de la causa, y no el momento de participación de alguna de las partes o sus representantes en el proceso.  Por tanto De conformidad con los artículos 115, Transitorio I del Decreto Ejecutivo No. 32493 y el Decreto Ejecutivo 20307-J, a los procesos iniciados antes del 5 de agosto de 2005 –fecha de vigencia del Decreto Ejecutivo n° 32493- y posterior al 11 de marzo de 1991 –fecha de vigencia del Decreto Ejecutivo 32493-,  se les aplicará el Decreto Ejecutivo n° 20307 de 1991.   Lo que fija la aplicación de uno u otro decreto, es la fecha de inicio de la causa, y no el momento de participación de alguna de las partes o sus representantes en el proceso.

SE ACUERDA 2011-05-007. Considerando, ÚNICO.  De conformidad con la consulta realizada por el  Lic. Erick Roberto Jiménez González de la Dirección Jurídica  Institucional, Instituto Costarricense de Electricidad, solicitando que se aclare cuál es el decreto de aranceles aplicable en el evento de que un caso haya iniciado  antes del 5 de agosto de 2005; no obstante, una de las partes intervino posterior de la fecha mencionada, desistiendo posteriormente de su intervención, siendo condenada en costas.   Según lo expuesto se resuelve.   El Decreto Ejecutivo No. 32493,  fue publicado en la Gaceta n°150 del 5 de agosto de 2005 y rigió a partir de su publicación (artículo 115), dejando sin efecto el Decreto Ejecutivo n° 20307-J, mismo que estuvo vigente desde su publicación 11 de marzo de 1991 hasta el 5 de agosto de 2005.  Asimismo, el decreto vigente (No. 32493) establece en su transitorio I, lo siguiente:   “TRANSITORIO I.-   A los juicios iniciados y documentos otorgados antes de la vigencia de estas normas, se les aplicarán las disposiciones que regían cuando se comenzaron u otorgaron”.  De tal forma,  la normativa es clara en cuanto a que todos los juicios iniciados y documentos otorgados antes de la vigencia de dicho decreto, o sea, antes del 5 de agosto de 2005, se les aplicará el Arancel que regía cuando dichos procesos fueron iniciados.   En el caso concreto, de acuerdo a lo consultado, si el proceso inició antes del 5 de agosto de 2005 –fecha de vigencia del Decreto Ejecutivo n° 32493- y posterior al 11 de marzo de 1991 –fecha de vigencia del Decreto Ejectutivo 20307-J,  la normativa aplicable  es el Decreto Ejecutivo n° 20307- J de 1991.   Lo anterior con independencia de que alguna de las partes o sus representantes hayan actuado posterior a la fecha de vigencia del decreto del 2005.   Es decir, lo que fija la aplicación de uno u otro decreto, es la fecha de inicio de la causa, y no el momento de participación de alguna de las partes o sus representantes en el proceso.  Por tanto De conformidad con los artículos 115, Transitorio I del Decreto Ejecutivo No. 32493 y el Decreto Ejecutivo 20307-J, a los procesos iniciados antes del 5 de agosto de 2005 –fecha de vigencia del Decreto Ejecutivo n° 32493- y posterior al 11 de marzo de 1991 –fecha de vigencia del Decreto Ejecutivo 32493-,  se les aplicará el Decreto Ejecutivo n° 20307 de 1991.   Lo que fija la aplicación de uno u otro decreto, es la fecha de inicio de la causa, y no el momento de participación de alguna de las partes o sus representantes en el proceso. Aprobar el anterior informe presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, donde se evacua la consulta de Lic. Erick Roberto Jiménez González de la Dirección Jurídica Institucional, Instituto Costarricense de Electricidad Ocho votos. Acuerdo firme. Responsable: Comisión de Aranceles.
5.5 Expediente # 016–2010. Consulta formulada por la Señora Ana Gómez Martínez. RESULTANDO: 1.- La señora Ana Gómez Martínez , en su condición de albacea del proceso sucesorio de quien en vida se llamó Enriqueta Barrionuevo Mallén, tramitado ante el Juzgado Civil de Heredia, bajo el expediente 05-000225-0504.CI-6, con base en la resolución de de las diez horas con treinta y dos minutos del diecinueve de agosto del año dos mil nueve del Juzgado Civil de Heredia, solicita que sea el Colegio de Abogados quien fije los honorarios del licenciado Carlos Gutiérrez Font, en razón de que la señora Gómez Martínez perdió total contacto con el referido abogado, y el caso ante el juzgado incluso había sido archivado sin resolverse. 2.- La causante del proceso falleció el 13 de diciembre del 2004.  Mediante resolución de las 15:38 horas del 22 de febrero del 2005 se declaró abierto el proceso sucesorio y se nombró formalmente a Ana Gómez Martínez como albacea testamentaria.  3.- El día 16 de febrero del 2010, esta Comisión le remitió vía fax audiencia por cinco días hábiles al licenciado Carlos Gutiérrez Font para que se pronuncie al respecto.  El licenciado Gutiérrez Font no se manifestó ante esta comisión en el plazo concedido. CONSIDERANDO: En razón de que al profesional en derecho se le debe de cubrir sus honorarios en las oportunidades que correspondan y que a falta de mutuo acuerdo entre el abogado y su cliente al respecto, corresponde a esta Comisión determinar el monto adeudado al profesional en derecho con base en el Arancel vigente al momento de que se brindaron los servicios. Las labores realizadas por el licenciado Gutiérrez Font deben de ser cuantificadas con base en el Decreto de Honorarios publicado el cuatro de abril del año mil novecientos noventa y uno, N°20307 – J. Siguiendo el debido proceso, el licenciado Carlos Gutiérrez Font fue debidamente notificado de la solicitud presentada por Gómez Martínez, se le concedieron cinco días de audiencia para que se pronuncie y nunca contestó. No consta en las fotocopias del expediente judicial 05-000225-0504.CI-6, ni en la documentación aportada por la recurrente manifestación o prueba de pago de adelanto por los servicios profesionales brindados por el licenciado Carlos Gutiérrez Font.  Por lo que esta Comisión, asume que a la fecha el profesional en derecho no ha recibido ningún pago por las gestiones por él realizadas en dicho proceso. Según determina el artículo 22 del arancel indicado, para los procesos sucesorios, los honorarios serán de un cincuenta por ciento de la tarifa corriente sobre la totalidad del capital inventariado, para lo cual se debe de contar con el avalúo o monto estimado de los bienes.  La tarifa corriente está identificada en el artículo 17 de dicho arancel a razón del 25% de la cuantía si no sobrepasa el millón de colones; sobre el exceso de un millón de colones y hasta dos millones el 18%; sobre el exceso de dos millones y hasta cinco millones de colones, el 14% y sobre el exceso de cinco millones de colones el 10%.  Sin embargo esos  porcentajes que serían de 12.5%; 9%; 7% y 5% respectivamente, aplicarían si el proceso se hubiere concluido.  Según se muestra de las fotocopias aportadas del expediente el proceso o las gestiones realizadas por el licenciado Gutiérrez Font consistieron en el escrito inicial de la señora Gómez Martínez, mismo que incluye una lista completa de los depósitos a plazo fijo de los dineros de la causante que suman US $75,111.58 dólares y ¢6, 677 639.36 colones.  Depósito a la cuenta del juzgado de US$4000.00 y 780 000 colones, un listado de las pertenencias de la causante al momento de su fallecimiento, conformando así el inventario completo de los bienes de la causante.  La cuantía estimada por el juzgado es de 43, 938 941 colones.-Además del escrito inicial el licenciado Gutiérrez Font realizó otra serie de gestiones hubo una declaratoria de herederos que posteriormente fue objetada, el proceso se retrotrae y no se cuenta con la declaratoria de herederos finales a la fecha, por lo que las gestiones del licenciado Gutiérrez Font se limitarían a la etapa de apertura del proceso y a la de emplazamiento, pero no así a la declaratoria de herederos ni la etapa de cuenta partición.  Es por ello que esta Comisión considera que lo que corresponde de pago de honorarios al profesional en derecho por su intervención es un tercio del total de los honorarios, con base en la cuantía indicada por el Juzgado Civil de Heredia.-POR TANTO: Esta Comisión estima que las labores profesionales realizadas por el licenciado Carlos Gutiérrez Font, corresponden prudencialmente a la suma de setecientos noventa mil seiscientos cuarenta y ocho colones con noventa y cinco céntimos, monto que representa un tercio de los honorarios totales, con base en la cuantía estimada por el Juzgado de Heredia, que es de cuarenta y tres millones novecientos treinta y ocho mil novecientos cuarenta y un colones. 

SE ACUERDA 2011-05-008. Aprobar, sin discusiones, el informe presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, donde se evacua la consulta de la señora Ana Gómez Martínez. Ocho votos. Acuerdo firme. Responsable: Comisión de Aranceles

5.6 Expediente número 045-2010. Consulta de honorarios presentada por la señora Jenory Centeno Barrantes en contra del licenciado Jhon Fernando Rojas Soto. 

SE ACUERDA 2011-05-009. Esta Comisión no tiene competencia para resolver el diferendo de honorarios planteado por la señora Jenory Centeno Barrantes, al encontrarse pendiente la liquidación de sentencia en sede jurisdiccional.  “Revisión de honorarios por el Colegio. El Colegio de Abogados podrá revisar la cuantía de los honorarios, aunque exista contrato de servicios profesionales y fijarlos en la suma que corresponda, de acuerdo con la equidad y la complejidad del mismo, salvo que el asunto esté sometido a resolución de los Tribunales de Justicia.”. Ocho votos. Acuerdo firme. Responsable: Comisión de Aranceles.
Al ser las diecinueve horas con dieciséis minutos ingresa el Lic. Ronald Eduardo Segura Mena. 
ARTÍCULO 6) INFORME DIRECCIÓN EJECUTIVA
6.1 El Lic. José Luis Meneses Rímola, informa que por recomendación del Lic. Ronald Eduardo Segura Mena, se conversó con una persona que trabaja con Libros Jurídicos los Tribunales de Justicia, quienes venden libros en materia de Derecho. Indica que la idea es hacer un convenio con ellos para distribuir los libros que se tienen en inventario del Colegio, dejándolos en consignación, otorgando el Colegio un 30% de comisión al distribuidor, realizando liquidaciones cada dos meses. Indica el Lic.  Meneses Rímola, que la idea es trasmitir el conocimiento entre los agremiados (as) y ésta sería una manera de dar rotación a los libros que en este momento están almacenados.  La Revista Ciencia Jurídica,  libro de César Valverde y Memorias  de algunos Congresos realizados en el Colegio, serían básicamente algunos de los libros que se darán en consignación.
La Dra. Erika Hernández Sandoval, solicita a Lic. José Luis Meneses Rímola, que las secretarias de la Sedes Regionales, mantengan en exhibición para la venta dichas publicaciones. 

SE ACUERDA 2011-05-10. Autorizar a la Dra. Erika Hernández Sandoval a firmar un convenio con Libros Jurídicos de los Tribunales instalados en el Poder Judicial, para distribuir los libros del Colegio de Abogados bajo la modalidad de consignación. Nueve votos, acuerdo firme. Responsable, Presidencia,  Dirección Ejecutiva. 
6.2 El Lic. José Luis Meneses Rímola, informa que la señora, Sandra Hidalgo Hurtado, Secretaria de la Sede Regional de Guápiles, solicita un permiso por un año, sin goce de salario, pues ha raíz de una situación familiar y judicial, se ve obligada a realizar cambios en su vida. Se le ha presentado una oportunidad laboral en el Ministerio de Educación Pública, como profesora de inglés.
 SE ACUERDA 2011-05-011 Autorizar el permiso por un año sin goce de salarial a la Señora Sandra Hidalgo Hurtado, Secretaria de la Sede Regional de Guápiles a partir del 14 de febrero del 2011, con el fin de aprovechar una oportunidad laboral en el Ministerio de Educación Pública, como profesora de Inglés. Nueve votos. Acuerdo firme. Responsable Recursos Humanos. 
6.3 El Lic. José Luis Meneses Rímola,  indica que en cumplimiento del acuerdo 2010-43-133, donde se le encargó solicitar al Director Ejecutivo, del Poder Judicial, Lic Alfredo Jones León todos los números de fax de los diferentes despachos o circuitos judiciales del país, dicha información ya fue enviada en forma digital. 

La Dra. Erika Hernández Sandoval, indica que esta información es vital para los abogados(as), de este país y  que se debe informar inmediatamente en un comunicado indicando que estos son los números de fax de los diferentes Despachos Judiciales del país, donde los abogados pueden enviar sus  escritos sin necesidad de desplazarse  al Juzgado o presentar el original, conforme al acuerdo del Consejo Superior y de  Corte.   Además, debe subirse a la página Web.

El Lic Juan Carlos Brenes Vargas, indica que en caso de  que el documento enviado por fax, no sea legible, el Juez solicitará se envíe el original 
SE ACUERDA 2011-05-012 a) Se tiene por recibido el informe presentado por la Dirección Ejecutiva, en cumplimiento del acuerdo 2010-43-133, de todos los números de fax de los diferentes Despachos o Circuitos Judiciales del país, solicitada al Director Ejecutivo del Poder Judicial, Lic Alfredo Jones León. b) Solicitar al Consejo Superior  que nos envíen las actualizaciones cada vez que se realicen, para ponerlo en conocimiento de los agremiados (as) y mantener actualizada la información en la página Web del Colegio. c) Que el Departamento de Informática suba la información a la página Web del Colegio. Nueve votos. Acuerdo firme. Responsable Presidencia, Departamento de Comunicación. Departamento de Tecnología.

6.4 El Lic. José Luis Meneses Rímola,  informa que se recibió un correo de parte de la Licda. Vanlly Cantillo Gamboa, de la Sala Constitucional, agradeciendo el  aporte del Colegio por el patrocinio para la XV Jornadas Constitucionales, además se informa que se han destinado 4 espacios para que el Colegio de Abogados (as) participen de dicha actividad, por lo que están solicitando se envíen los nombre de los participantes. 
SE ACUERDA 2011-05-013. Informar a la Licda. Vanlly Cantillo Gamboa, de la Sala Constitucional, que el Lic Juan Carlos Brenes Vargas, Lic. Álvaro Sánchez González, la Licda Rosette María Morgan Asch y el Lic. José Antonio Barletta Chávez, estarán participando en las XV Jornadas Constitucionales, representando al Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. Nueve votos. Acuerdo firme. Responsable Secretaria de Actas. 
6.5 El Lic. José Luis Meneses Rímola, indica que la Filial de Abogados de Ciudad Neilly Colegio de Abogados y la Asociación de Abogados de la Zona Sur, organizan el IV Congreso Internacional de Derecho Procesal a realizarse del 28 al 30 de abril del presente año en Golfito. Solicitan el patrocinio de $ 9.500.00, para refrigerios y alimentación. 

La Dra. Erika Hernández Sandoval, someta a votación la propuesta para patrocinar el IV Congreso Internacional de Derecho Procesal, con $ 4.000.00, que se tomarían $2, 000,00, de la partida de Sedes Regionales y $ 2000.00 de la partida de Copatrocinios, cancelando El Colegio de Abogados y Abogadas directamente al Hotel Casa Roland Hotel Group. 
El Lic. Ronald Eduardo Segura Mena, indica que se debe gestionar cuatro espacios de hospedaje para  miembros de Junta Directiva que asistirán al Congreso. 
SE ACUERDA 2011-05-014 a) Aprobar el aporte de $4, 000,00, para cubrir refrigerios y alimentación para el IV Congreso Internacional de Derecho Procesal” a realizarse en Ciudad Neilly del 28 al 30 de abril 2011. Dicho monto será cancelado directamente a la Casa Roland Hotel Group. Se tomará por partes iguales de la partida de Imprevistos de Sedes Regionales y de la Partida de Copatrocinios. Ocho votos. Responsable Director de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa, Departamento de Contabilidad. 
5.7 El Lic. José Luis Meneses Rímola, menciona que con miras al establecimiento del Centro RAC del Colegio y  en conversaciones con la señora Presidenta, la Comisión de  Académico y la Comisión del RAC, se ve la importancia de un curso de alta calidad académica en materia de Mediación, implicando con esto, una contratación abreviada, sacándola a concurso e invitando a personas especialistas en la materia, por esta razón se solicita se autorice  al Departamento de Proveeduría, a que de inicio con el proceso de contratación de especialistas en esta materia.  

Al ser las diecinueve horas con cuarenta y ocho minutos, sale del salón de sesiones, la Licda Rosette María Morgan Asch

SE ACUERDA 2011-05-015 a) Solicitar al Departamento de Proveeduría preparar  el cartel para que se inicie el proceso de contratación del Curso de Formación y Certificación de Mediadores (as) y Conciliadores (as). b) Que se prepare el cartel para que se inicie con el proceso de contratación para un curso de Certificación de Árbitros. c) Solicitar a la Comisión de RAC, colaborar con el contenido del cartel del concurso para la Capacitación de Árbitros. Ocho votos. Acuerdo firme. Responsable Departamento de Proveeduría. Comisión de RAC.
Al ser las diecinueve horas con cincuenta minutos, ingresa al salón de sesiones, la Licda Rosette María Morgan Asch

ARTICULO 7) CORRESPONDENCIA.

1- Nota DFyP 007-2011, de fecha 02 de febrero, remitida por la Licda. Mayela Guillén Garro, Directora de Finanzas y Presupuesto. En atención al  acuerdo, 2011-04-003, me permito expresar lo siguiente: En el presupuesto del Fondo de Mutualidad al 80% del incremento de la cuota para el año 2011 (¢240.00), forma parte de los ingresos presupuestados en el Fondo de Mutualidad para el 2011. Dichos ingresos totales, se utilizan para financiar los egresos requeridos en el fondo de Mutualidad, sin identificar de donde se toma para cada egreso. 

Se da por recibido el informe presentado por la LIcda. Mayela Guillén Garro, Directora de Finanzas y Presupuesto,.
El Lic. José Luis Meneses Rímola, presenta como complemento otra nota enviada por la Licda Mayela Guillén Garro, Directora de Finanzas y Presupuesto, donde explica una propuesta para darle contenido al costo del incremento de la póliza de vida bajo tres escenarios y relacionada con la propuesta que presentó en la sesión anterior el Lic. Hugo Quesada Monge, de la Oficina de Seguridad Social del Colegio.   Para tal efecto presenta la modificación Nº 1 al Fondo de Mutualidad, donde se indica que el financiamiento de dicho aumento tiene costo de abril a diciembre de ¢ 25.813.026,00.
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	5009010
	Emergencias de Abogados
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	₡25.813.026,00
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SE ACUERDA 2011-05-016. a) Aprobar el aumento del monto asegurado de la Póliza de vida del Colegio de Abogados (as) de Costa Rica, pasando de ¢ 2.300.000.00 a ¢2.600.000.00 a partir del mes de abril del 2011. b) Se aprueba la modificación Nº1 presentada por el Lic. José Luis Meneses Rímola, para financiar el costo del incremento de la Póliza de vida.  c) Se autoriza a la Administración a realizar las gestiones ante el INS. d) Divulgar a partir del mes de marzo. Nueve votos. Acuerdo firme. Responsable Oficina Seguridad Social, Contabilidad. Departamento de Comunicación. 
2- Nota  suscrita por el Lic. José Luis Meneses Rímola, mediante la cual somete a su consideración la aprobación de suspensión por morosidad a los  abogados con más de seis Cuotas de Colegiatura pendiente de pago, según se indica en la lista número trigésima primera que se detalla a continuación: 1049, Mayorga Pacheco Luis Arturo, 1934, Smith Hare Víctor, 1970 Madrigal Campos Gerardo, 2640
Sancho Mora Joaquín, 3950 González Carvajal Karla María, 4129 Farrier Brais Pedro, 4142  Prieto Jiménez Marcelo, 4310  Fuentes  Quesada  Armando  F. ,4627, Quesada Meneses Andrés, 5335 Briceño Aragón Irina, 5489 Brenes Ruiz Mauricio, 5567 Ulloa  Salas Herbert Antonio, 6209 Vargas Salazar Luis Roy, 6293 González Grajales Lisbeth Del R., 6535 Maynard Fernández Norman, 7154 Perez Araya Jessica, 7321 Morales Mayorga Wiston, 8041 Broocks Mckenzie Rafael Gerardo, 8471 Madrigal Benavides Ronald, 9680 Carvajal Mora Daniel, 9731 Jiménez Mora Ronald Alberto, 9979 Solano Monge Eduardo E., 10338 Velásquez Yánez Irma Suyapa, 10363 Sibaja Rodríguez Jorge Fabio,  10713  Jiménez  Oconitrillo Johnny,  10747 Romero López Fiorella, 10903 Martínez Martínez Yolanda, 11410
Montero Matamoros Paúl Rodolfo, 11631 Valverde Pereira Jacqueline, 11990 Angulo Canales Lisbeth, 12162 Ureña Díaz José Luis, 12686 Guzmán Obando Saddy, 13284 Velázquez Rojas Juan Bernardo, 13656 Rodríguez Rodríguez Efraín, 13670 Aguilar Perez Marjorie, 13680 Artavia Chavarría Nathalie, 13697 Cruz Cerna Gloria De Los Ángeles, 14011 Gutiérrez Ruiz Veralicia, 14071 Flores González Yamileth, 15498 Vásquez Hidalgo Nancy, 15562 Chacon Fallas Zoe Priscilla, 16006, Hurtado Matarrita Lilliana, 16026 Sánchez Martínez Ninoska Lisseth, 16110 Serrano Serrano Rose Mary, 16231 Rojas Barquero Rósela, 16282 Pascua Vargas Miguel Alberto, 16431 Beata Villanueva Jacinto, 19126 Cerdas Monge Minor Eduardo, 19422Arias Morales Arturo Alonso

SE ACUERDA 2011-05-017 Aprobar la suspensión por morosidad a los  abogados con más de seis Cuotas de Colegiatura pendiente de pago, según se indica en la lista número trigésima primera que se detalla a continuación: 1049, Mayorga Pacheco Luis Arturo, 1934
Smith Hare Víctor, 1970 Madrigal Campos Gerardo, 2640 Sancho Mora Joaquín, 3950 González Carvajal Karla María, 4129 Farrier Brais Pedro, 4142  Prieto Jiménez Marcelo, 4310  Fuentes  Quesada  Armando  F. ,4627, Quesada Meneses Andrés, 5335 Briceño Aragón Irina, 5489 Brenes Ruiz Mauricio, 5567 Ulloa  Salas Herbert Antonio, 6209 Vargas Salazar Luis Roy, 6293 González Grajales Lisbeth Del R., 6535 Maynard Fernández Norman, 7154 Perez Araya Jessica, 7321 Morales Mayorga Wiston, 8041 Broocks Mckenzie Rafael Gerardo, 8471 Madrigal Benavides Ronald, 9680 Carvajal Mora Daniel, 9731 Jiménez Mora Ronald Alberto, 9979 Solano Monge Eduardo E., 10338 Velásquez Yánez Irma Suyapa, 10363 Sibaja Rodríguez Jorge Fabio,  10713  Jiménez  Oconitrillo Johnny,  10747 Romero López Fiorella, 10903 Martínez Martínez Yolanda, 11410
Montero Matamoros Paúl Rodolfo, 11631 Valverde Pereira Jacqueline, 11990 Angulo Canales Lisbeth, 12162 Ureña Díaz José Luis, 12686 Guzmán Obando Saddy, 13284 Velázquez Rojas Juan Bernardo, 13656 Rodríguez Rodríguez Efraín, 13670 Aguilar Perez Marjorie, 13680 Artavia Chavarría Nathalie, 13697 Cruz Cerna Gloria De Los Ángeles, 14011 Gutiérrez Ruiz Veralicia, 14071 Flores González Yamileth, 15498 Vásquez Hidalgo Nancy, 15562 Chacon Fallas Zoe Priscilla, 16006, Hurtado Matarrita Lilliana, 16026 Sánchez Martínez Ninoska Lisseth, 16110 Serrano Serrano Rose Mary, 16231 Rojas Barquero Rósela, 16282 Pascua Vargas Miguel Alberto, 16431 Beata Villanueva Jacinto, 19126 Cerdas Monge Minor Eduardo, 19422Arias Morales Arturo Alonso. Nueve votos Votos. Acuerdo firme. Responsable Departamento de Contabilidad, Comunicar Secretaría de la Corte, Dirección de Notariado.
3- Nota CA-DSR-028-11, de fecha 03 de febrero, remitida por el Lic. Rodolfo Golfín Leandro, de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa. Informa que la Filial de Heredia consiguió un mejor local para la Sede del lugar, el cual se encuentra contiguo al actual. El mismo es más grande por lo que sugieren que se use tanto para la oficina administrativa, la Defensoría Social y como aula para los cursos de Educación Jurídica Continua. El alquiler del local es de ¢350 000,00 actualmente se cancelan ¢258 750,00 más los incrementos de Ley. Se plantea la  propuesta para su valoración y eventual traslado de la Sede, además se solicita la instalación de un aire acondicionado, la compra de un dispensador de agua y el mobiliario para el aula.

La Dra. Erika Hernández Sandoval, indica que se da por recibida la nota del Director de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa, y la próxima sesión se conocerá un informe de presupuesto que presentará el Lic. José Luis Meneses Rímola, y su persona para analizar de que partidas se tomarán los recursos para la compra del aire acondicionado, el dispensador de agua y el mobiliario del aula.

La Licda Rosette María Morgan Asch, indica que se debe hacer la previsión de la Sede de Turrialba. 

La Dra. Erika Hernández Sandoval, solicita al Director Ejecutivo, proveer de mobiliario que el Colegio no tenga en uso en este momento, para el nuevo local de la Sede de Heredia, mientras se presenta la modificación presupuestaria para atender la solicitud presentada por el Lic. Rodolfo Golfín Leandro.
El Lic Juan Carlos Brenes Vargas, somete a consideración alquilar el local propuesto para trasladar la Sede de Heredia. 
SE ACUERDA 2011-05-018 a) Autorizar el traslado de la Sede de Heredia al nuevo local, acondicionado para la oficina administrativa, la Defensoría Social y aula para los cursos de Educación Jurídica Continua b) Solicitar al Director Ejecutivo  presentar la modificación presupuestaria para la compra del equipo y mobiliario. c) Solicitar al Director Ejecutivo que se  traslade el mobiliario que no está en uso en este momento en el Colegio para el nuevo local donde estará ubicada la Filial de Heredia a efecto de racionalizar el gasto, todo lo anterior con el fin de dar un mejor servicio a los agremiados (as). Nueve votos. Responsable Director de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa. Dirección Ejecutiva. Presidencia. 
4- Nota DE-REIN-002-2011, suscrita por el Lic. José Luis Meneses Rímola, mediante la cual indica que el Lic. Allen Alfonso Alpízar Rojas, carné 11.515 solicita su reincorporación al Colegio de Abogados. Aporta los documentos de la suspensión voluntaria y la actualización de datos. Habiendo cumplido con los requisitos, se recomienda tramitar la reincorporación.

SE ACUERDA 2011-05-019 Aceptar la reincorporación Lic. Allen Alfonso Alpízar Rojas, carné 11.515. A partir del mes de marzo. Nueve votos. Responsable: Interesado, Departamento de Contabilidad y Archivo Central.
5- Nota  remitida por el Lic. Carlos Rodó Ortuño, de fecha 25 de enero del 2011. El 20 de marzo del 2006, fui condenado a descontar 15 años de prisión por hechos acontecidos en enero de 1993, sentencia firme el 17 de abril del 2007. El 15 de mayo del 2007 solícito a la Junta Directiva del Colegio, se tenga por suspendido indefinidamente y entrego el carnet. A pesar de lo anterior, se continúa con el procedimiento disciplinario cuyo único propósito es sancionar con la suspensión del profesional. El 16 de setiembre, presenté nuevamente a la Junta Directiva los hechos y solicité formalmente se proceda a la cancelación de la acreditación. Por lo tanto, es mi opinión que no es consecuente el continuar un proceso que lo único que provoca es perdida de recursos, tanto al Colegio como a mi persona. 

El Lic Juan Carlos Brenes Vargas,  mociona para que se envíe la nota remitida por el Lic. Carlos Rodó Ortuño, a la Fiscalía, para que se emita un criterio a ésta Junta Directiva y tomar las decisiones del caso. 

SE ACUERDA 2011-05-020. Enviar la nota remitida por el Lic. Carlos Rodó Ortuño, de fecha 25 de enero del 2011, a la Fiscalía, con el fin de que se emita un informe y recomendaciones a la Junta Directiva. Nueve votos.  Acuerdo firme. Responsable Fiscalía. 
6- Nota CA-C-002-2011, de fecha 19 de enero, remitida por la Comisión de  Asuntos Tributarios. Referente a consultas y peticiones planteadas por los colegiados, Licenciados Claudio José Donato Monge y el Lic  El Lic. Alejandro Antillón Appel. El Lic. Donato señala que en su condición de contribuyente persona física fue objeto de una fiscalización tributaria, manifiesta que durante el curso de la misma prestó la colaboración que pudo a las autoridades tributarias, haciendo la salvedad de que no entregó informaciones protegidas o amparadas por el secreto profesional. El Lic. Alejandro Antillón Appel, refiere que BPC. S.A., fue objeto de una fiscalización tributaria, durante la cual la firme señalo que estaba conformada por 18 abogados (periodo fiscal 2006).que ostentaban cualquier  de los dos status siguientes: a) abogado socio, b) abogado asociado.

SE ACUERDA 2011-05-021 a) Dar por recibida la nota CA-C-002-2011, de fecha 19 de enero, remitida por la Comisión de Asuntos Tributarios referente a consultas y peticiones planteadas por los colegiados, Lic. Claudio José Donato Monge y el Lic. Alejandro Antillón Appel. b) Enviar la nota al Departamento Legal, para que  emita un informe a ésta Junta Directiva, con el fin de tomar acuerdo con relación a los documentos que pueden mostrar los abogados (as) para no violar el secreto profesional. Nueve votos. Acuerdo Firme. Responsable Departamento Legal.   

7- Nota PRV-008-2011, de fecha 03 de febrero, remitida por la Lic. Merari Herrera Campos, Proveeduría. En relación al permiso de construcción solicitado a la Municipalidad de San José para poder realizar la remodelación del área donde se ubicará el RAC, le informo que el mismo ha sido denegado ya que existe una inconsistencia entre los linderos que se presentan en el plano y los linderos que se describen en el estudio registral de la finca.

El Lic. José Luis Meneses Rímola, indica que para la remodelación del Centro RAC, se presentaron los permisos a la Municipalidad de San José y hay problemas de linderos en los planos, donde aparentemente la quebrada pasa pegada a las instalaciones del edificio Fundadores, por esta razón se debe hacer una rectificación de linderos con vista en los planos existentes. 

SE ACUERDA 2011-05-022 Autorizar a la Dra. Erika Hernández Sandoval, a firmar la escritura para una rectificación de lindero del plano donde está el Edificio Fundadores, ante el Registro Nacional, según el plano existente, esto con el fin de hacer coincidir la información del Plano catastrado con el Estudio Registral y obtener el permiso de la Municipalidad para poder iniciar la remodelación del área donde se ubicará el Centro RAC. Nueve votos. Acuerdo firme. Responsable Proveeduría. 
8- Informe  DE-C-030-2011, de fecha 04 de Febrero, remitida por el Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo. Con respecto al acuerdo 20101-42-07 Encargar al Lic. José Luis Meneses Rímola, que pida un informe al Agente de Seguros Señor Hugo Quesada Monge, indicando si el Fondo de Mutualidad y el Fondo Común, de la parte que administra el Colegio de Abogados pueden tener una póliza , como funciona y presentarlo en la próxima sesión. Siete votos. Responsable Dirección Ejecutiva.”

La Licda Jeannette Arias Meza, indica que ella solicita ver la Resolución de la Contraloría, donde indican que el pago de la póliza individual es personal. 
SE ACUERDA 2011-05-023. a) Autorizar a la Administración a gestionar los trámites con el INS, para suscribir la Póliza Individual de Fidelidad para Directores (as) de la  Junta Directiva del Colegio de Abogados (as) y funcionarios(as), indicados en el Artículo 3 y por los montos señalados en el Artículo 5 del Manual para Rendición o Cauciones o Garantías. b) Los Directores (as) y funcionarios (as) cubiertos por esta póliza deberán cubrir el pago de la prima anual de su propio peculio, de acuerdo con la disposición de la Contraloría General de la República. Nueve votos. Acuerdo firme. Responsable Director Ejecutivo. 
9- Nota CA-DSR-025-11, de fecha 31 de enero, enviada por el Lic. Rodolfo Golfín Leandro, Director de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa. Asunto: Ley 8839. Siendo un objetivo primordial para esta Dirección el procurar ser ejemplo en materia de Responsabilidad Social Corporativa ante la comunidad nacional e internacional me permito, en estricto acatamiento de la Ley 8839 que nos obliga, a sugerir a esta honorable Junta el desarrollo de un Plan Nacional de Manejo de Residuos Sólidos, que abarque al menos tres etapas que he identificado: I-Plan Sede Central, II-Plan Sedes Regionales y III-Plan Agremiados.

La Dra. Erika Hernández Sandoval, indica que con relación a este tema estaba encargada la Licda. Jeannette Arias Meza y el asesor de Presidencia, menciona que se reunieron con la 
Vicerrectora de Acción Social, de la Universidad de  Costa Rica, diseñando al Colegio unos panfletos del ahorro energético y  reciclaje. 

Indica la señora Presidenta, que hace un año cuando se asumió esta Junta Directiva no se tenía la costumbre de reciclar, que en este momento se debe de retomar el proyecto y continuar con la política de reciclaje que se practica desde meses atrás. 

SE ACUERDA 2011-05-024 a) Solicitar a la, MSc. María Cristina Gómez Fonseca, Licda. Nazira Merayo Arias, Lic. Rodolfo Golfín Leandro, Licda. Sophie Santana, Lic. José Luis Meneses Rímola y el Coordinador de la Comisión de Ambiente, Lic. Carlos Bolaños presentar una propuesta a esta Junta Directiva sobre el desarrollo de un Plan Nacional de Manejo de Residuos Sólidos, con el fin de cumplir con la Ley 8839 b) Colocar en lugares visibles los carteles de reciclaje y ahorro energético en el Colegio y en las Sedes Regionales, con el fin de dar continuidad con el Proyecto de reciclaje. Nueve votos, plazo 30 días. Responsables MSc. María Cristina Gómez Fonseca, Licda. Nazira Merayo Arias, Lic. Rodolfo Golfín Leandro, Licda. Sophie Santana, Lic. José Luis Meneses Rímola Lic. Carlos Bolaños
10- Nota DE-ISV-003-2011, suscrita por el Lic. José Luis Meneses Rímola, mediante la cual indica que realizados los respectivos estudios, en los Departamentos de Contabilidad se encuentra al día en las cuotas de colegiatura y en Fiscalía no tiene suspensiones ni procesos pendientes, por lo que se recomienda aceptar la suspensión voluntaria de la Licda. Carolina Oviedo Meza, carné 18431.Aporta el carné del Colegio.

SE ACUERDA 2011-05-025 Aceptar la suspensión voluntaria de la Licda. Carolina Oviedo Meza, carné 18431. A partir del mes de marzo. Nueve votos. Acuerdo firme. Responsable: Interesada, Departamento de Contabilidad y Archivo Central”.
11- Informe presentado por la Licda. Rosa Ma. Abdelnour Granados, Directora Académica. Sobre reunión con Docentes del Curso de Ética Profesional. El viernes 21 de enero (una semana después de lo previsto, por el fallecimiento de uno de los docentes), se llevó a cabo la primera reunión del 2011, de los docentes del curso de Ética Profesional. Fueron convocados los 19 profesores que actualmente imparten en curso en el Colegio de Abogados. Asistieron 6: Erick Fallas Siles, Carlos Humberto Góngora Fuentes, Iliana Arce Umaña, Álvaro Salazar Elizondo, Federico Piedra Poveda y Sergio Alonso Valverde Alpízar.

SE ACUERDA 2011-05-026 Enviar a la Comisión de  Académico, el Informe presentado por la Licda. Rosa Ma. Abdelnour Granados, Directora Académica, con relación a la reunión de los Docentes del Curso de Ética Profesional, en días pasados, con el fin de que se rinda un informe a la Junta Directiva. Nueve votos. Acuerdo firme. Responsable Comisión de  Académico. 
12- Nota AL-30-2011, de fecha 04 de febrero, remitida por el Lic. Arnoldo Segura Santisteban, Departamento Legal. En cumplimiento de la sentencia de la Sala Constitucional N° 20243-2010, de las 14 horas y 1 minuto del 1° de diciembre de 2010, notificada en forma personal el día 1° de febrero de 2011, y que estableció un plazo de 10 días para darle cumplimiento, se procede a brindarles el borrador de la respuesta que se le habrá de dar al Lic. León Montoya sobre la información solicitada en sus escritos de fechas 7 de octubre de 2008, 27 de octubre de 2009 y 10 de febrero de 2010 y que dio pie a la resolución de cita. Lo anterior a efectos de que la honorable Junta analice el borrador de referencia a efectos de que lo aprueba o prefiera agregar o adicionar algo más, pues el plazo de cumplimiento de la sentencia constitucional se vence el día viernes 11 de febrero de los corrientes. 
Al ser las veintiuna horas con cuarenta y siete minutos se retira de la sesión de Junta Directiva, la Licda Jeannette Arias Meza. 

SE ACUERDA 2011-05-027 Se recibe el informe de respuesta al Lic. León Montoya, remitida por el Lic. Arnoldo Segura Santisteban, Departamento Legal, con las modificaciones anotadas, en razón del cumplimiento de la sentencia de la Sala Constitucional N° 20243-2010, de las 14 horas y 1 minuto del 1° de diciembre de 2010, notificada en forma personal el día 1° de febrero de 2011 y en la que se estableció un plazo de 10 días para darle cumplimiento, con el fin de comunicarle al Lic. Montoya el informe. Ocho votos. Acuerdo firme. Responsable Departamento Legal. 
13- Nota CA-DSR-037-11, de fecha 04 de febrero, suscrita por el Lic. Rodolfo Golfín Leandro, Director de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa. Comunica que la Filial de Heredia solicita el aumento a 1000 timbres en dicha Sede, esto justificado a la gran demanda que hay en la zona. Además me permito hacer extensiva la solicitud para las demás Sedes Regionales.

La Dra. Erika Hernández Sandoval, indica que en las zonas de Turrialba, no hay lugares donde se vendan timbres y los que envía el Colegio cada quince días, llega un único abogado y compra todos los que se envían. 

El Lic. Álvaro Sánchez González, sugiere que la solicitud de timbres también se realice por pedidos especiales vía correo electrónico. 

La Dra. Erika Hernández Sandoval, indica que está de acuerdo con la sugerencia del Lic. Sánchez González, y que se le puede aumentar a la Sede de Heredia y Turrialba la cantidad de  Timbres.

SE ACUERDA 2011-05-028 a) Aumentar a 1000 Timbres a las Sede de Heredia y a la Sede de Turrialba. b) Solicitar al Lic. Rodolfo Golfín Leandro, Director de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa, dar cumplimiento al acuerdo administrativo de vigilar los procedimientos de control  establecidos con relación a los Timbres enviados a las Sedes Regionales. c) Comunicar a las secretarias de las Sedes, que se le informe a los agremiados (as) de cada zona, que pueden realizar vía correo electrónico la solicitud de pedidos de cantidades importantes de Timbres, con el fin de que siempre tengan timbres para vender. Ocho votos. Responsable Director de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa
14-Nota RH-0032-2011, de fecha 04 de Febrero, remitida por el Lic. Rodolfo Golfín Leandro, Director de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa, y el señor Freddy Brenes Granados, de Departamento De Recursos Humanos. Solicitud de la creación de la plaza de Misceláneo-Vigilante para la Sede Regional de Guápiles, emulando los puestos que se tienen en las Sedes Regionales de Puntarenas y Pérez Zeledón. El presupuesto de financiamiento se tomará de la partida que actualmente se tiene presupuestada para el pago de servicios de vigilancia privada diurna de la Sede Regional de Guápiles. 

La Dra. Erika Hernández Sandoval, indica que es cambiar la modalidad de Seguridad Privada que en este momento se está cancelando la suma de ¢ 800.000.00, con un horario de 24 horas, solamente de vigilancia. 

SE ACUERDA 2011-05-029 a) Crear la plaza de Misceláneo-Vigilante para la Sede Regional de Guápiles y se incorpore al Manual de Puestos con el respectivo perfil. b) Autorizar a la Dirección Financiera a realizar la modificación presupuestaria correspondiente. c) El presupuesto de financiamiento se tomará de la partida que actualmente se tiene presupuestada para el pago de servicios de vigilancia privada diurna de la Sede Regional de Guápiles, todo con el fin de racionalizar costos y mantener las área verdes. Ocho votos acuerdo firme, Responsable Recursos Humanos. Director de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa. Departamento de Contabilidad 
15-Correo enviado por la Federación de Colegios Universitarios de Costa Rica. Cobro recibo de dinero Nº 02767, al mes de enero del 2011.
SE ACUERDA 2011-05-030 a) Solicitar un informe a la Junta Directiva de la Federación de Colegios Profesionales de Costa Rica, en vista de los correos que ha recibido esta Junta Directiva sobre el manejo dado a los dineros de dicha Federación. b) Que El Colegio de Abogados y Abogadas no cancelará el monto correspondiente, según recibo 02767, de la cuota del mes de enero, hasta tanto no se nos informe. c) Solicitar que se informe a la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas, si por parte de  la Junta Directiva de la Federación de Colegios Profesionales de Costa Rica, se ha realizado alguna denuncia al Ministerio Público con relación a esos hechos, con el fin de conocer la situación. Ocho votos. Acuerdo firme. Responsable Secretaria de Presidencia. Comunicar a la Federación de Colegios Profesionales de Costa Rica. 
La Dra. Erika Hernández Sandoval, somete la reconsideración del acuerdo, 2011-03-012., con relación al despido de la Directora de la Defensoría Social de Guápiles MSc. María Gabriela Hidalgo Hurtado, según correo enviado por ella,  por cuanto indica  ha resguardado el bien del Colegio y actuando de buena fe se llevó la computadora para su casa. 

SE ACUERDA 2011-05-031. a) Revocar el acuerdo, 2011-03-012 y se reinstala en el puesto de Directora de la Defensoría Social de Guápiles a la MSc. María Gabriela Hidalgo Hurtado, se fundamenta la revocatoria por cuanto la Licenciada ha solicitado reconsideración pues ha resguardado el bien del Colegio y actuando de buena fe se llevó la computadora para su casa. B) se le indicará a la MSc. María Gabriela Hidalgo Hurtado, que deberá cumplir con los lineamientos establecidos por la Dirección de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa para poder mantenerse en el mismo. Ocho votos. Responsable Departamento de Recursos Humanos. Director de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa.
ARTICULO 8) INFORME DE PRESIDENCIA.

8.1 La Dra. Erika Hernández Sandoval, informa que el pasado viernes 04 de febrero a las 10 de mañana se inauguró, la Oficina de Defensoría Social, en tema de niñez, adolescencia,  y derecho familia en convenio con Obras del Espíritu Santo, estuvo muy concurrido por abogados y abogados. Indica la señora Presidenta, que el Padre Sergio Valverde, le bautizó la oficina con el nombre de Defensoría Social San Miguel Arcángel. 
8.2 La Dra. Erika Hernández Sandoval, indica que el día de hoy se inauguró, el Taller para la Capacitación para los Defensores Sociales, que estarán atendiendo Defensorías Sociales  del adulto mayor,  con la participación de los encargados del Proyecto de la Caja Costarricense de Seguro Social. 
8.3 El Lic. Ronald Eduardo Segura Mena, indica que la actividad de La Comisión de Propiedad Intelectual, se estará realizado en el mes de marzo. 

ARTÍCULO 9) INFORME DE DIRECTORES Y DIRECTORAS.

9.1 El Lic. Álvaro Sánchez González, informa que la Mesa Redonda la Mesa Redonda sobre El  Análisis jurídico de la situación limítrofe entre Costa Rica y Nicaragua - Isla Calero, el día 1º de febrero, de la Comisión de Derecho Internacional fue un éxito, con excelentes expositores y gran asistencia. 
9.2. El Lic. Álvaro Sánchez González, informa de los acuerdos tomados en la Junta Administradora “Se acuerda 2011-04-003: “El Tomando en cuenta que uno de los objetivos del Comité de Tenis ha sido ser autosuficientes, informar a la Junta Directiva dicho Comité recaudó la suma de ¢700.000 (setecientos mil colones) conforme los Torneos realizados en la categoría C y D Masculino de fin de año. Asimismo, informa dicho Comité que se espera recaudar una suma similar en los torneos Categoría A y Dobles. Esto con el fin para que la Junta Directiva autorice, una vez que se cuenten con el monto restante del torneo por realizar, la contratación de una empresa que proceda a reparar la cancha nº3, tal y como se hizo en la cancha nº2. Acuerdo firme. 

Se acuerda 2011-04-004: Recomendar a la Junta Directiva, solicita cancelar el ¢300.000.00 (trescientos mil colones) al Comité de Tenis, para la inscripción en el Torneo Inter clubes y una vez pasado el Torneo, el Comité de Tenis reintegrará la totalidad del dinero. Esta Junta Administradora considera importante apoyar este tipo de disciplinas, ya que es un deporte que se está autogestionando y que por esta condición se han reparado las canchas de tenis, que en este año esperan terminar de reparar todas las canchas. Acuerdo firme.

SE ACUERDA 2011-05-032 a) Cancelar el monto de ¢300.000.00 para la inscripción de la delegación del Colegio en el Torneo de Tenis Inter Clubes, comprometiéndose el Comité de Tenis a reintegrar dicho monto al Colegio.  b) Los fondos obtenidos por concepto de inscripción de los agremiados, en el Torneo de Tenis deberán ingresar a la Caja del Colegio. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: a) Licda. Mayela Guillén Garro, Directora Finanzas y Presupuesto. b) Lic. Ricardo Guido, Comité de Tenis.

9.3 El Lic. Álvaro Sánchez González, presenta los informes enviados por el Lic. Ricardo Guido Mena y el Lic. José Luis Meneses, dado que la Junta Administradora considera que es de suma gravedad la situación presentada con la entrega del cheque al señor Rafael Ávalos Brenes. En estos informes se manifiesta que el señor Carlos Solano Director de Deportes, recibió una cancha que estaba reparándose y la misma llevaba un 35% de avance y se recibió como si estuviese terminado, esto dio pie a que el contratista pudiese retirar el cheque sin que la cancha estuviera terminada. Según nos informa el señor Manuel Muñoz, tanto él como el Lic. Ricardo Guido le indicaron al señor Carlos Solano, que la cancha no estaba terminado y que no se podía recibir. Acuerdo firme.

Se da por recibido el informe presentado por Lic. Álvaro Sánchez González.

9.4 El Lic. Álvaro Sánchez González, indica que con relación al proceso de diagramación, de la Revista El foro, este tema eventualmente se debe retomar y  capacitar al Ing. Cristian Leandro Sánchez, para que lo realice. 

La Dra. Erika Hernández Sandoval, indica que durante los últimos cuatro años el Colegios ha venido presentado las revistas para ser indexadas  a nivel Internacional, no se ha logrado la indexación porque se requieren cinco ediciones, las cuatro anteriores ya cumplieron los requisitos, pero si en este momento se decide suspender y no realizar la edición que corresponde de la edición impresa, se pierde la secuencia de esos cuatro años para indexar la revista. La señora Presidenta, indica que la propuesta, del Consejo Editorial, es solicitar la revocatoria del acuerdo de Junta Directiva donde se dijo que la revista no se realice impresa, que salga a concurso, que cumpla con todos los formalismos a nivel internacional y que se haga un tiraje básico impreso  para que pase la indexación. 
SE ACUERDA 2011-05-033. Solicitar a la Licda. Merari Herrera Campos, Proveeduría, presentar en la próxima sesión de Junta Directiva, tres cotizaciones del costo del tiraje de una revista, en de 300  500 1000 unidades, para lo cual la Licda. Karla Vargas Molina, del Departamento de Comunicación le suministrará las especificaciones técnicas, con el fin de emitir de manera impresa la Revista El Foro, para no perder la indexación a nivel internacional. Ocho votos Responsable Departamento Proveeduría. 
ARTÍCULO 10) ASUNTOS DE FISCALÍA, BREVES Y NUEVOS (PARA DAR TRÁMITE y SUSPENDER).

10.1.- ASUNTOS BREVES:

10.1.1.- Expediente Nº: 513-10 (2). Denunciada: Licda. Ivania Vargas Solís. Denunciante: Adelina Sánchez Elizondo.  

SE ACUERDA 2011-05-034 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente por incumplimiento de la prevención, sin perjuicio de que la denuncia pueda volver a ser presentada de cumplirse con lo prevenido. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.2.- Expediente Nº: 388-10 (2). Denunciado: Lic. Jimmy Rodríguez Montero. Denunciante: Johr Mihos. 

SE ACUERDA 2011-05-035 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente por incumplimiento de la prevención, sin perjuicio de que la denuncia pueda volver a ser presentada de cumplirse con lo prevenido. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.3.- Expediente Nº: 241-10 (2). Denunciado: Lic. Francisco Antonio Jara Guzmán. Denunciante: Marc Joseph Forunier Marquis. 

SE ACUERDA 2011-05-036: Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente por incumplimiento de la prevención, sin perjuicio de que la denuncia pueda volver a ser presentada de cumplirse con lo prevenido. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.4.- Expediente Nº: 636-10 (2). Denunciado: Lic. Marvin Daniel Torres Lambardini. Denunciante: Roberto Somarribas Rojas. 

SE ACUERDA 2011-05-037: Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente por incumplimiento de la prevención, sin perjuicio de que la denuncia pueda volver a ser presentada de cumplirse con lo prevenido. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.5.- Expediente Nº: 663-09 (2). Denunciada: Licda. Flor Herrera Murillo. Denunciante: Raúl Aguilar Morales. 

SE ACUERDA 2011-05-038: Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente por incumplimiento de la prevención, sin perjuicio de que la denuncia pueda volver a ser presentada de cumplirse con lo prevenido. Ocho ​​​votos. Responsable Fiscalía

10.1.6.- Expediente Nº: 648-10 (2). Denunciado: Lic. Rolando Angulo Gatgens. Denunciante: Mauren Patricia Hernández Leitón. 

SE ACUERDA 2011-05-039: Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente por incumplimiento de la prevención, sin perjuicio de que la denuncia pueda volver a ser presentada de cumplirse con lo prevenido. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.7.- Expediente Nº: 433-10 (2). Denunciado: Lic. Oscar Guillermo Barrantes Chacón. Denunciante: María Eugenia Arce Hernández. 

SE ACUERDA 2011-05-040: Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente por incumplimiento de la prevención, sin perjuicio de que la denuncia pueda volver a ser presentada de cumplirse con lo prevenido. Ocho votos. Responsable Fiscalía
10.1.8.- Expediente Nº: 615-10 (2). Denunciada: Licda. Roxana Escalante LaFuente.  Denunciante De oficio (Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Hatillo). 

SE ACUERDA 2011-05-041: declarar la incompetencia para conocer esta  denuncia y ordenar el archivo del presente expediente. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.9.- Expediente Nº: 615-10 (2). Denunciada: Licda. Carmen Amador Pereira. Denunciante José Espinoza Mata. Causa

SE ACUERDA 2011-05-042: declarar la incompetencia para conocer esta  denuncia y ordenar el archivo del presente expediente. Ocho votos. Responsable Fiscalía.
10.1.10.- Expediente Nº: 471-10 (4). Denunciada: Licda. Alexandra María Alfaro Navarro. Denunciante: Rosa María Brenes Castañeda. 

SE ACUERDA 2011-05-043: Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente por incumplimiento de la prevención, sin perjuicio de que la denuncia pueda volver a ser presentada de cumplirse con lo prevenido. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.11.- Expediente Nº: 569-10 (4). Denunciada: Licda. Dennia Cruz Morera. Denunciante: Eli Eusebio Marín Bermúdez. 

SE ACUERDA 2011-05-044: Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente por incumplimiento de la prevención, sin perjuicio de que la denuncia pueda volver a ser presentada de cumplirse con lo prevenido. Ocho votos. Responsable Fiscalía
10.1.12.- Expediente Nº: 552-09 (4). Denunciado: Lic. Francisco Javier Hernández Quirós. Denunciante: Xinia María Garita Mora. 

SE ACUERDA 2011-05-045: Aumentar la sanción para fijarla la sanción en cuatro meses de suspensión. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.13.- Expediente Nº: 439-09 (4). Denunciados: Licda. Ana Isabel Lee Quirós y Lic. Johanny Mora Monge. Denunciantes: Yolanda García y Orlando García. 

SE ACUERDA 2011-05-046: Homologar el acuerdo conciliatorio y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.14.- Expediente Nº: 589-10 (4). Denunciada: Licda. Sharon Chinchilla Villalta. Denunciante: Guido Carvajal Araya. 

SE ACUERDA 2011-05-047: Homologar el acuerdo conciliatorio y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.15.- Expediente Nº: 552-10 (4). Denunciado: Lic. Pedro Farrier Brais. Denunciante: Luis Fernando Castro Vargas

SE ACUERDA 2011-05-048: Rechazar de plano la denuncia y archivar el expediente. Una vez que se den los presupuestos del artículo 10 inciso 1) de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados se ordenará la apertura del procedimiento en expediente distinto, siendo obligación de la autoridad judicial informar lo pertinente, sin perjuicio de que lo haga el denunciante. Ocho votos. Responsable Fiscalía
10.1.16.- Expediente Nº: 756-10 (4). Denunciado: Lic. Arturo Méndez Jiménez. Denunciante: Helio Rojas Rodríguez. 

SE ACUERDA 2011-05-049: declarar la incompetencia para conocer esta  denuncia y ordenar el archivo del presente expediente. Ocho votos. Responsable Fiscalía
10.1.17.- Expediente Nº: 742-10 (4). Denunciado: Lic. Cristina Roy Cortés Vargas. Denunciante: Wilbert Avilés Atencio. 

SE ACUERDA 2011-05-050: declarar la incompetencia para conocer esta  denuncia y ordenar el archivo del presente expediente. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.18.- Expediente Nº: 502-09 (4). Denunciada: Licda. Marta Eugenia Benavides Rodríguez. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José). 

SE ACUERDA 2011-05-051: Acoger la solicitud de aplicación de ejecución condicional de la sanción disciplinaria. Ocho votos. Responsable Fiscalía
10.1.19.- Expediente Nº: 017-10 (5). Denunciado: Lic. Álvaro Yanarella Montero. Denunciante: De oficio (Tribunal Contencioso Administrativo).: De oficio (Juzgado Penal de Hatillo). 

SE ACUERDA 2011-05-052: Rechazar por improcedente el recurso planteado contra el acto final. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.21- Expediente Nº: 092-09 (5). Denunciado: Lic. Francisco Morales Ayales. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica). 

SE ACUERDA 2011-05-053: Acoger la solicitud de aplicación de ejecución condicional de la sanción disciplinaria. Ocho votos. Responsable Fiscalía
10.1.22.- Expediente Nº: 004-11 (5). Denunciado: Lic. Mario Morales Villalobos. Denunciante: MBF Crazy Horse Ranch S.A., representada por Michael Timmerman. 

SE ACUERDA 2011-05-054 rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente, obviando el testimonio al Juzgado Notarial pues el denunciante ya acudió al mismo. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.23.- Expediente Nº: 226-04 (6). Denunciada: Licda. Juliana Romo Robles. Denunciante: Rafael Fernández Leiva. Causa: 

SE ACUERDA 2011-05-055: Declarar inadmisible la solicitud de adición. Ocho votos. Responsable Fiscalía
10.1.24.- Expediente Nº: 226-04 (6). Denunciada: Licda. Juliana Romo Robles. Denunciante: Rafael Fernández Leiva. 

SE ACUERDA 2011-05-056: Acoger la solicitud de ejecución condicional de la sanción impuesta de seis mes y se le remite al Departamento de Defensoría Social del Colegio de Abogados para que le asignen lugar, cronograma, funciones y todo lo relativo al trabajo de proyección social. Una vez aprobado por dicho Departamento deberá remitir copias a la Fiscalía del Colegio para su debido control y seguimiento. Para lo anterior se le concede el plazo de diez días hábiles contados a partir de la notificación de este acuerdo. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.25.- Expediente Nº: 394-10 (6). Denunciado: Lic. Bolívar González Espinoza. Denunciante: María Teresa Villa. 

SE ACUERDA 2011-05-057 Confirmar el acto impugnado y declarar sin lugar la apelación. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.26.- Expediente Nº: 417-10 (6). Denunciado: Lic. Luis Hernán Zamora Vargas. Denunciante: Manuel Ángel Mesén Castro. 

SE ACUERDA 2011-05-058: Confirmar el acto impugnado y declarar sin lugar la apelación. Ocho votos. Responsable Fiscalía
10.1.27.- Expediente Nº: 416-09 (6). Denunciado: Lic. José Freddy González León. Denunciante: De Oficio (Fiscalía de San Carlos

SE ACUERDA 2011-05-059: Rechazar de plano la denuncia y archivar el expediente. Una vez que se den los presupuestos del artículo 10 inciso 1) de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados se ordenará la apertura del procedimiento en expediente distinto, siendo obligación de la autoridad judicial informar lo pertinente. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.28.- Expediente Nº: 072-09 (6). Denunciada: Licda. Ligia Rodríguez Pacheco. Denunciante: De oficio (Unidad Especializada en Fraudes). 

SE ACUERDA 2011-05-060: Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Una vez que se den los presupuestos del artículo 10 inciso 1) de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados se ordenará la apertura del procedimiento en expediente distinto, siendo obligación de la autoridad judicial informar lo pertinente. Ocho  votos. Responsable Fiscalía

10.1.29.- Expediente Nº: 412-10 (6). Denunciado: Lic. Carlos Briceño Obando. Denunciante: Norma Rodríguez Jiménez y Eduardo Raúl Angulo Zamora. 

SE ACUERDA 2011-05-061: Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable Fiscalía
10.1.30.- Expediente Nº: 543-10 (6). Denunciado: Lic. José Francisco Masis Mata. Denunciante: Maria de los Ángeles Díaz Pacheco. 

SE ACUERDA 2011-05-062: Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.31.- Expediente Nº: 652-10 (6). Denunciada: Licda. Ana Patricia Guillén Campos. Denunciante: Heriberto Hernández Arroyo. 

SE ACUERDA 2011-05-063: Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.32.- Expediente Nº: 657-10 (6). Denunciado: Lic. José Manuel Peña Moreno. Denunciante: Iván Villalobos Solórzano. 

SE ACUERDA 2011-05-064: Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable Fiscalía
10.1.33.- Expediente Nº: 189-10 (6). Denunciado: Lic. Erick Ramírez Barahona. Denunciante: Rigoberto Solís Oviedo. 

SE ACUERDA 2011-05-065: Declarar con lugar la prescripción y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.34.- Expediente Nº: 743-10 (6). Denunciado: Lic. Luis Eduardo Leal Vega. Denunciante: Jimmy González Badilla. 

SE ACUERDA 2011-05-066: Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.35.- Expediente Nº: 598-10 (6). Denunciado: Lic. Olivier Pérez González. Denunciante: Carolina Herrera Alvarado. 

SE ACUERDA 2011-05-067: Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.36.- Expediente Nº: 694-10 (6). Denunciada: Licda. Marilyn James Pinnock. Denunciantes: Lic. Adrián Hilge Castillo y otro. 

SE ACUERDA 2011-05-068: Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable Fiscalía

10.1.37.- Expediente Nº: 553-10 (6). Denunciado: Lic. Gabriel Segura Corrales. Denunciante: De oficio (Fiscalía Adjunta de Cartago). 

SE ACUERDA 2011-05-069: Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente.  Ocho votos. Responsable Fiscalía
10.1.38.- Expediente Nº: 594-10 (6). Denunciada: Licda. María Gabriela Carvajal Montero. Denunciante: Luis Fernando Carvajal Solís. 

SE ACUERDA 2011-05-070: Acoger el desistimiento y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable Fiscalía
2.- ASUNTOS NUEVOS (PARA DAR TRÁMITE):

En los siguientes cuatro (4) expedientes el inicio del procedimiento.

10.2.1.- Expediente Nº: 264-09 (1). Denunciada: Licda. Malena Zamora Camacho. Denunciante: Msc. Fabio Vincenzi Guilá

SE ACUERDA 2011-05-071 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable Fiscalía
10.2.2.- Expediente Nº: 565-10 (1). Denunciado: Lic. Mario Madrigal Ovares. Denunciante: Lic. Manuel Antonio Portugués Benedettini. 

SE ACUERDA 2011-05-072 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable Fiscalía
10.2.3.- Expediente Nº: 088-10 (1) Denunciada: Licda. Jeannette Román González. Denunciantes: Arturo Pacheco Valle y Guillermo Pacheco López. 

SE ACUERDA 2011-05-073 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos  Responsable Fiscalía
10.2.4.- Expediente Nº: 537-10 (1). Denunciado: Lic. Martin Mainieri Jiménez. Denunciante: Luis Otero Reyes. 

SE ACUERDA 2011-05-074 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable Fiscalía
Al  ser las  veintidós horas  con cincuenta y cuatro minutos se da por finalizada la sesión.
Dra. Erika Hernández Sandoval
 
             Lic. Ronald Eduardo Segura Mena
               Presidenta                                                                        Secretario[image: image1.png]
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